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DERECHOS  POLÍTICOS 


EXPOSICIÓN 


Señora:  En  los  momentos  en  que  se  da  á 
las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  una  Cons- 
titución autonómica  que  confía  á  sus  pro- 
pias iniciativas  la  dirección  y  el  gobierno 
de  los  intereses  locales,  importa  sobremane* 
ra  afirmar  la  unidad  constitucional,  como 
base  firmísima  de  la  integridad  del  terri- 
torio. 

Aspiración  de  todos  los  partidos  liberales, 
satisfecha  en  un  principio  en  el  decreto  de 
2  de  abril  de  1881,  no  ha  llegado,  sin  em- 
bargo, á  realizarse  en  los  términos  á  que 
tienen  derecho  los  habitantes  de  las  Anti- 
llas, que  con  frecuencia  se  quejan  y  lamen- 
tan de  desigualdades  irritantes  que  por  sí 
solas  bastan  para  entorpecer,  cuando  no 
para  impedir  por  completo,  el  uso  de  las  li- 
bertades constitucionales.  Estas,  en  efecto, 
tal  como  aparecen  en  el  código  fundamental, 
son  declaraciones  de  derechos  y  garantías 
que  encuentran  después  su  sanción  y  desen- 
volvimiento en  una  serie  de  leyes  orgánicas, 


complementarias  déla  Constitución,  como  lo 
dice  su  mismo  art.  14,  al  confiar  á  leyes  es- 
peciales «las  reglas  que  han  de  asegurar  á 
los  españoles  el  respeto  reciproco  de  los  de- 
rechos que  aquélla  les  reconoce,  determinan- 
do asimismo  la  responsabilidad  civil  y  penal 
á  que  han  de  quedar  sujetos,  según  los  casos, 
los  funcionarios  de  todas  clases  que  atenten 
á  los  derechos  enumerados  en  su  titulo  I.» 

De  suerte  que,  si  por  disposiciones  arbi- 
trarias, contra  las  cuales  no  cabe  recurso; 
por  penalidades  impuestas  en  los  bandos  de 
los  gobernadores  generales,  ó  por  omisiones 
de  leyes  procesales  el  ciudadano  puede  ser 
cohibido,  vejado  y  hasta  deportado  á  territo- 
rios lejanos,  no  le  es  posible  ejercitar  ni  el 
derecho  de  hablar,  pensar  y  escribir,  ni  la 
libertad  de  enseñanza,  ni  la  tolerancia  reli- 
giosa, ni  cabe  practicar  el  derecho  de  re- 
unión y  el  de   asociación. 

Y,  sin  embargo,  en  su  ejercicio  regular  y 
tranquilo  se  funda  todo  el  derecho  moderno, 
por  lo  cual,  dondequieraque.se  coarte,  cesa 
la  igualdad  ante  la  ley,  y  con  ésta  desapa- 
récela unidad  constitucional  y  se  engendran 
aquellos  torcidos  sentimientos  que  llevan 
hasta  atentar  á  la  integridad  del  territorio. 

El  lazo  geográfico,  con  todos  Jos  encantos 
y  atractivos  que  ofrece,  no  puede  hacer  ol- 
vidar aquella  otra  aspiración  más  profunda 
y  más  esencia],  como  que  arranca  de  la  mis- 
ma naturaleza  humana. 

Es,  pues,  acto  de  buena  política,  y  en  todo 
caso  acto  de  rigurosa  justicia,  hacer  cuanto 
esté  en  manos  del  gobierno  para  que  la  Cons- 
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titución  se  aplique  desde  ahora  en  toda  su 
integridad  en  el  territorio  antillano,  borran- 
do las  huellas  <!e  la  desigualdad,  y  previ- 
niendo, por  una  revisión  completa  de  la  le- 
gislación, que  por  confusiones  ó  errores 
pueda  haber  españoles  á  quienes  no  alcance 
la  acción  protectora  de' las  leyes. 

No  es  seguramente  otro  el  sentido  del 
articulo  89  de  la  Constitución;  su  previ- 
sión al  dejar  á  la  elección  de  los  gobier- 
nos el  momento  y  la  manera  de  aplicar 
las  leyes  á  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico, 
más  que  autoriza,  impone  al  gobierno  el  de- 
ber de  publicar  este  decreto  en  el  momento 
mismo  en  el  cual  somete  á  la  aprobación  de 
V.  M.  aquella  otra  disposición  que  va  á  dar 
á  nuestros  hermanos  de  las  Antillas  el  dere- 
cho de  gobernarse  á  sí  propios;  que  no  se 
apreciaría  en  cuanto  vale  esa  medida,  si  en 
las  regiones  del  poder  central  dominaran  la 
suspicacia  y  el  recelo,  tras  de  los  cuales 
viene  la  arbitrariedad.  Puesto  que  en  la 
Península  hemos  creído  que  todas  las  fun- 
ciones gubernamentales  eran  posibles  dentro 
de  la  Constitución  del  Estado  y  con  sujeción 
á  las  leyes  para  su  desenvolvimiento  dicta- 
das; puesto  que  aquí  tampoco  nos  faltan 
ejemplos  de  apelaciones  á  la  fuerza,  para  las 
cuales,  sin  embargo,  consideramos  suficiente 
la  ley  de  Orden  público,  faltaría  la  lógica, 
y  por  consiguiente,  la  autoridad  necesaria 
para  gobernar  con  prestigio,  si  no  se  procla- 
mase como  primera  y  significativa  parte  de 
la  transformación  que  damos  á  nuestro  régi- 
men colonial  la  unidad  constitucional,  lazo 
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de  unión  de  todos  los  españoles,  dentro  del 
cual  el  libre  gobierno  local  de  aquellos  pre- 
ciados territorios  restablecerá  la  confianza 
en  la  madre  patria  y  será  prenda  segura 
de  la  sinceridad  con  que  quiere  hacerlas 
amable  su  soberanía. 

Fundado  en  estas  razones,  el  gobierno  tie- 
ne la  honra  de  someter  á  la  aprobación  de 
V.  M.  el  adjunto  proyecto  de  decreto. 

Madrid,  25  de  noviembre  de  1897. — Señora: 
A.  L.  E.  P.  de  V.  M.,  Práxedes  Mateo  Sa- 
gasta. 

Real    decreto 

De  acuerdo  con  el  parecer  de  mi  Consejo 
de  ministros,  y  en  virtud  de  la  autorización 
que  concede  á  mi  gobierno  el  art.  89  de  la 
Constitución; 

En  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  don 
Alfonso  XIII,  y  como  Eeina  Regente  del 
Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  Io  Los  españoles  residentes  en  las 
Antillas  gozarán,  en  los  mismos  términos 
que  los  residentes  en  la  Península,  de  los 
derechos  consignados  en  el  titulo  I  de  la 
Constitución  de  la  Monarquía,  y  de  las  ga- 
rantías con  que  rodean  su  ejercicio  las  le- 
yes del  Reino. 

A  este  fin,  y  con  arreglo  al  art  89  de  la 
Constitución,  las  leyes  complementarias  de 
sus  preceptos,  y  en  especial  la  de  enjuicia- 
miento criminal,  la  de  orden  público,  la  de 
expropiación  forzosa,  la  de   instrucción  pú- 
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blica  y  las  de  imprenta,  de  reunión  y  de 
asociaci¿n  y  el  Código  de  Justicia  militar, 
regirán  en  todo  su  vigoren  las  islas  de  Cuba 
y  Puerto  Rico,  de  suerte  que  pueda  cum- 
plirse en  toda  su  integridad  el  art.  14  de  la 
Constitución. 

Art.  2o  En  tiempo  de  guerra  regirá  en  las 
Antillas  la  ley  de  orden  público,  *con  la  res- 
tricción y  en  los  términos  establecidos  en  el 
art.  17  de  la  Constitución. 

Art.  3o  El  ministerio  de  Ultramar,  oyendo 
al  Consejo  de  Estado,  revisará  la  legislación 
de  las  Antillas  y  los  bandos  publicados  pol- 
los gobernadores  generales  desde  la  promul- 
gación de  la  Constitución,  y  publicará  des- 
pués los  resultados  de  esa  revisión,  á  fin  de 
que  en  adelante  ni  en  la  gobernación  ni  en 
la  administración  de  justicia  en  aquellos  te- 
rritorios puedan,  por  error  ó  negligencia, 
invocarse  ni  aplicarse  disposiciones  que  es- 
tuvieran en  contradicción  con  la  letra  y  el 
espíritu  de  la  Constitución  de  la  Monarquía 
española. 

Dado  en  Palacio,  á  veinticinco  de  noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete. — 
María  Cristina. — El  presidente  del  Consejo 
de  ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta. 
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REFORMA  ELECTORAL 

EXPOSICIÓN 

Señora:  Complemento  del  decreto  que 
iguala  á  los  españoles  en  el  uso  y  disfrute  de 
los  derechos  constitucionales  y  preparación 
indispensable  para  la  organización  del  go- 
bierno local  en  las  Antillas,  es  la  aplicación 
á  aquellos  territorios  de  la  le}*  del  sufragio 
electoral  que  rige  en  la  Península. 

Para  lograrlo,  hubiera  podido  el  Gobierno 
limitarse  á  su  reproducción  pura  y  simple; 
pero  la  dificultad  de  hacerlo  aparecerá  en 
cuanto  se  recuerde  que,  para  mayor  garan- 
tía del  derecho  electoral,  las  Cortes  del  Rei- 
no, procediendo  con  previsión,  y  en  su  de- 
seo de  evitar  que  por  disposiciones  regla- 
mentarias, al  parecer  sin  importancia,  se 
pudiera  lesionar  derecho  que  tanto  valor 
tiene  en  la  vida  pública,  quisieron  incluir 
dentro  de  la  ley  hasta  las  últimas  y  más  mi- 
nuciosas disposiciones  que  regulasen  su  ejer- 
cicio. 

Por  eso  hay  en  ella  dos  clases  de  disposi- 
ciones: una  que  comprende  la  definición  del 
derecho  y  la  garantía  de  la  emisión  del 
voto,  y  otra  que  establece  las  condiciones, 
por  decirlo  asi,  preparativas  de  aquellos  ob- 
jetos. De  aquí  la  necesidad  de  distinguir 
entre  estas  dos  partes  de  la  ley. 

La  primera  tiene,  indudablemente,  un  ca- 
rácter que    sólo  cede  en  importancia  á  los 
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preceptos  constitucionales,  y,  por  tanto, 
debe,  al  igual  de  éstos,  ponerse  á  cubierto 
de  los  cambios  ó  modificaciones  á  que  se 
halla  frecuentemente  expuesta  la  legisla- 
ción. 

De  ella  sólo  toca  decir  al  gobierno  que 
puesto  que  la  hemos  reconocido  buena  y 
conveniente  para  la  Península,  es  obliga- 
ción ineludible  extenderla  y  aplicarla  á  Ul- 
tramar. 

No  sucede,  sin  embargo,  lo  mismo  en  lo 
que  se  refiere  al  procedimiento. 

En  cuanto  reviste  ese  carácter  on  el  ejer- 
cicio del  sufragio,  en  la  formación  del  Censo, 
en  la  manera  de  emitir  el  voto,  en  los  pre- 
liminares de  la  elección,  en  la  formación  de 
los  Colegios,  hasta  en  la  calificación  de  los 
electores,  hay  puntos  de  vista  tan  diversos, 
según  las  tradiciones,  la  geografía  y  los 
componentes  de  un  pueblo,  que  seria  más 
que  ilógico,  contraproducente,  encerrar  en 
el  molde  peninsular  el  procedimiento  elec- 
toral de  las  Antillas,  sobre  todo  cuando  la 
creación  de  un  gobierno  propio  y  de  orga- 
nismos parlamentarios  que  han  de  ser  la 
expresión  de  la  voluntad  del  pueblo  recla- 
man seles  confíe  y  entregue  la  reglamenta- 
ción de  cuanto  se  refiere  al  ejercicio  y  ga- 
rantía del  derecho  electoral. 

Atendiendo  á  estas  valiosas  considera- 
ciones, ha  creído  el  gobierno  que,  después 
de  separar  cuanto  á  la  definición  y  recono- 
cimiento del  derecho  del  sufragio  se  refiere 
de  laque  pudiera  llamarse  la  Constitución 
de  las  islas  de  Cuba  y   Puerto   Rico,   á  fin 
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de  que  en  todo  caso  pueda  modificarse  por 
una  ley,  debía  confiar  todas  las  disposicio- 
nes reglamentarias,  largas  en  número  y 
complicadas  en  su  desenvolvimiento,  al  Par- 
lamento insular,  seguro  de  que  nadie  reúne 
más  condiciones  de  acierto  para  adaptarlas 
á  las  costumbres  y  á  los  caracteres  de  la  po- 
blación. 

La  flexibilidad  que  así  adquiere  el  proce- 
dimiento electoral,  le  permitirá,  sin  duda, 
identificarse  con  las  condiciones  de  aquellos 
habitantes,  y  hacer  práctico  y  fructuoso  el 
ejercicio  del  sufragio,  ya  que  nadie  ha  de 
tener  más  profundo  interés  en  su  éxito  que 
los  mismos  que  por  él  han   de  gobernarse. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  go- 
bierno tiene  la  honra  de  someter  á  la  apro- 
bación de  V.  M.  el  adjunto  proyecto  de  de- 
creto.— Madrid,  25  de  noviembre  de  1897. — 
Señora:  A.  L.  R.  P.  de  V.  M.,— Práxedes 
Mateo  Sagasta. 


Real  decreto 

De  acuerdo  con  el  parecer  de  mi  Consejo 
de  ministros,  y  en  virtud  de  la  autoriza- 
ción que  concede  á  mi  Gobierno  el  ar- 
ticulo 89  de  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía; 

En  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey 
D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regente  del 
Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  Io     Se  promulgará   y  observará 


-li- 
en las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  la  ley 
electoral  de  26  de  junio  de  1890,  con  las 
modificaciones  que  para  adaptarla  á  las 
condiciones  de  aquellos  territorios  se  han  in- 
troducido en  el  texto  que  se  publica  á  con- 
tinuación de  este  decreto. 

Art.  2o  Por  el  ministerio  de  Ultramar  se 
dictarán  el  reglamento  y  las  demás  disposi- 
ciones necesarias  para  la  ejecución  del  pre- 
sente decreto,  del  cual  el  Gobierno  dará 
cuenta  á  las  Cortes. 

Dado  en  Palacio,  á  veinticinco  do,  noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete. — 
María  Cristina. — El  presidente  del  Consejo 
de  ministros,  Práxedes  Mateo  So  (/esta. 


,>  DAPTACION 

DE  LA  LEY  ELECTORAL  DE  26  DE  JUNIO  DE 
1890  Á  LAS  ISLAS  DE  CUBA  Y  PUERTO 
RICO 


TITULO    PRIMERO 

Disposiciones    generales    pava  las 
elecciones 


CAPITULO    PRIMERO 

Del    derecho    el  e  ctor  al 

Articulo  Io  Son  electores  en  las  islas  de 
Cuba  y  Puerto  Rico  todos  los  españoles  va- 
rones, mayores  de  25  años,  que  se  hallen  en 
el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles  y  sean 
vecinos  de  un  Municipio,  en  el  que  cuenten 
dos  años  al  menos  de  residencia. 

Las  clases  é  individuos  de  tropa  que  sir- 
van en  los  ejércitos  de  mar  ó  tierra,  no  po- 
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drán  emitir  su  voto  mientras  se  hallen  en 
las  filas. 

Queda  establecida  la  misma  suspensión 
respecto  de  los  que  se  encuentren  en  con- 
diciones semejantes  dentro  de  otros  cuerpos 
ó  institutos  armados  dependientes  del  Esta- 
do, la  Provincia  ó  el  Municipio. 

Art.  2o  No  pueden  ser  electores: 

Io  Los  que  por  sentencia  firme  hayan  si- 
do condenados  á  las  penas  de  inhabilitación 
perpetua  para  derechos  políticos  ó  cargos 
piiblicos,  aunque  hubiesen  sido  indultados, 
á  no  haber  obtenido  antes  rehabilitación 
personal  por  medio  de  una  ley. 

2o  Los  que  por  sentencia  firme  hayan  si- 
do condenados  á  pena  aflictiva,  si  no  hubie- 
ren obtenido  rehabilitación  dos  años,  por  lo 
menos,  antes  de  su  inscripción  en  el  censo. 

o°  Los  que,  habiendo  sido  condenados  á 
otras  penas  por  sentencia  firme,  no  acredi- 
taren haberlas  cumplido. 

4o  Los  concursados  ó  quebrados  no  reha- 
bilitados conforme  á  la  ley,  y  que  no  acre- 
diten documental  mente  haber  cumplido  to- 
das sus  obligaciones. 

5o  Los  deudores  á  fondos  públicos  como 
segundos  contribuyentes. 

6o  Los  que  se  hallen  acogidos  en  estable- 
cimientos benéficos,  ó  estén  á  su  instancia 
autorizados  administrativamente  para  im- 
plorar la  caridad  pública. 
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CAPÍTULO   II 

Del  censo  electoral 

Art.  3o  Para  ejercer  el  derecho  electoral 
es  indispensable  estar  inscripto  en  el  censo 
electoral,  que  es  el  registro  en  donde  cons- 
tan el  nombre  y  los  apellidos  paterno  j  ma- 
terno, si  los  tuvieren,  délos  ciudadanos  es- 
pañoles calificados  de  electores. 

El  censo  es  permanente,  y  no  será  mo- 
dificado sino  por  virtud  de  la  revisión 
anual. 

Art.  4o  La  formación,  revisión,  custodia 
é  inspección  del  censo,  estarán  á  cargo,  se- 
gún las  atribuciones  respectivas,  de  la  Jun- 
ta Central  establecida  por  la  ley  de  26  de 
Junio  de  1890,  de  Juntas  provinciales  y  de 
Juntas  municipales,  que  se  denominarán 
del  Censo   electoral. 

Las  Juntas  provinciales  residirán  en  las 
capitales  de  cada  provincia,  y  las  munici- 
pales en  cada  Municipio.  Todas  ellas  ten- 
drán  carácter  permanente. 

Las  Juntas  provinciales  serán  presididas 
por  los  Magistrados  de  la  Audiencia  de  la 
respectiva  provincia  que  designe  el  Presi- 
dente de  la  territorial  á  que  aquélla  corres- 
ponda, y  las  municipales  por  los  Jueces  de 
primera  instancia,  y  en  su  defecto,  por  los 
funcionarios  piiblicos  que  para  este  objeto 
elija  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  la 
provincia. 

El  número  de  Vocales  de  las  Juntas  pro- 
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vinciales  será  de  quince,  y  se  necesitará  pa- 
ra deliberar  y  tomar  acuerdo  la  concurren- 
cia de  nueve  Vocales. 

Son  Vocales  natos  de  las  Juntas  provin- 
ciales: 

Io  El  Presidente  y  el  Vicepresidente  de 
la  Diputación  respectiva. 

2o  El  ex  Presidente  más  antiguo  de  la 
misma  Diputación,  avecindado  en  la  pro- 
vincia. 

3o  Cuatro  contribuyentes  elegidos  á  la 
suerte  entre  los  que  paguen  la  primera  cuo- 
ta por  contribución  territorial  y  sean  veci- 
nos de  la  provincia. 

4o  Cuatro  contribuyentes  elegidos  á  la 
suerte  entre  los  que  paguen  la  primera  cuo- 
ta por  contribución  industrial  y  sean  veci- 
nos de  la  provincia. 

5o  Cuatro  vecinos  de  la  misma  que  acre- 
diten por  medio  de  titulo  oficial  su  capaci- 
dad profesional  ó  académica. 

Serán  suplentes  de  los  contribuyentes, 
ocho  por  contribución  territorial  y  otros 
ocho  por  contribución  industrial,  avecinda- 
dos en  la  provincia,  que  paguen  las  cuotas 
mayores;  y  de  los  vecinos  con  titulo  oficial, 
los  que  reúnan  las  mismas  condiciones  exi- 
gidas á  éstos.  Unos  y  otros  serán  elegidos 
por  la  suerte. 

Los  sorteos  de  contribuyentes,  capacida- 
des y  sus  suplentes,  se  verificarán  en  acto 
público  ante  la  Audiencia  de  la  respectiva 
provincia  por  el  Presidente  de  la  misma. 

Son  Vocales  natos  de  las  Juntas  munici- 
pales: 
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Io  El  Alcalde  y  el  Síndico  del  Ayunta- 
miento. 

2o  El  Juez  y  el  Fiscal  municipal. 

3o  Los  ex  Alcaldes,  vecinos  del  Ayunta- 
miento. 

4o  Cuatro  mayores  contribuyentes  por  te- 
rritorial y  cuatro  por  industrial,  también 
vecinos  del  Ayuntamiento. 

5°  Cuatro  vecinos  del  mismo  que  acredi- 
ten por  medio  de  título  oficial  su  capacidad 
profesional  ó  académica. 

Los  contribuyentes  y  capacidades  serán 
elegidos  á  la  suerte  por  el  Presidente  de  la 
Junta  municipal  en  sesión  pública  ante  el 
Ayuntamiento  respectivo,  en  la  forma  dis- 
puesta para  las  Juntas  provinciales. 

En  el  mismo  acto,  y  de  igual  modo,  serán 
elegidos  los  suplentes. 

Las  Juntas  municipales  no  podrán  deli- 
berar ni  tomar  acuerdos  sin  la  concurrencia 
de  doce  Vocales,  por  lo  menos. 

Serán  Secretarios  de  las  Juntas  provin- 
ciales los  Secretarios  de  las  Audiencias,  y 
de  las  municipales  los  Secretarios  de  los 
Juzgados  de  primera  instancia,  y  á  falta  de 
éstos,  los  de  los  municipales. 

Los  Secretarios  no  tendrán  voz  ni  voto, 
y  ¡serán  auxiliados  por  los  empleados  de  las 
respectivas  Secretarías. 

Para  todas  las  sesiones  que  las  Juntas  de- 
ban celebrar,  el  Presidente  respectivo  con- 
vocará á  los  Vocales  natos  y  á  los  suplentes 
que  considere  necesarios.  Si  á  pesar  de  esto 
no  se  reuniese  nrimero  suficiente,  la  sesión 
se  celebrará  al  día  siguiente,  previa  convo- 


catoria  de  los   suplentes  que  residan  en  la 
capital  y  con  el  número  de  los  que  asistan. 


CAPITULO  III 

De  las  votaciones 

Art.  5o  En  cada  Sección  electoral  habrá 
una  Mesa  encargada  de  presidir  la  vota- 
ción, compuesta  de  un  Presidente  y  de  los 
Interventores  nombrados  por  la  Junta  del 
Censo  y  por  los  candidatos  que,  teniendo  de- 
recho á  designarlos,  hag*an  uso  del    mismo. 

Esta  Junta  será  la  provincial  cuando  se 
trate  de  elecciones  de  Diputados  á  Cortes, 
de  Representantes  ó  de  Diputados  provin- 
ciales, y  la  municipal  cuando  haya  de  pro- 
cederse  á  la  elección  de  Concejales. 

Art.  6o  En  toda  convocatoria  para  elec- 
ción general  ó  parcial  se  señalará  un  solo 
dia,  que  será  siempre  domingo  para  las  vo- 
taciones. 

La  votación  se  hará  simultáneamente  en 
todas  las  Secciones  en  el  dia  designado,  co- 
menzando á  las  ocho  en  punto  de  la  maña- 
na, y  continuando  sin  interrupción  hasta 
las  cuatro  de  la  tarde,  en  que  se  declarará 
definitivamente  cerrada,  y  comenzará  el  re- 
cuento de  votos. 

Art.  7o  La  votación  será  secreta  por  pape- 
letas, y  se  hará  en  la  forma  que  los  regla- 
mentos determinen. 

Art.  8o  No  podrá  estar  á  la  puerta  de 
Colegio  electoral   en  ningún  caso  la  fuerza 
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de  instituto  armado,  ni  podrá  penetrar  en  él 
sino  por  causa  de  perturbación  del  orden 
público  y  requerida  por  el  Presidente. 

TÍTULO  II 

Disposiciones   especiales  para,  las 
elecciones 


CAPITULO      I 

De  las  elecciones  de  senadores 

Art.  9o  Son  elegibles  para  Senadores  los 
españoles  que  reúnan  las  condiciones  que 
determina  el  art.  22  de  la  Constitución  de 
la  Monarquía,  siempre  que  no  estén  com- 
prendidos en  alguno  de  los  casos  de  incapa- 
cidad, ó  incompatibilidad  que  establece  la 
ley. 

Art.  10.  Las  elecciones  de  Senadores  se 
harán  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  le- 
yes de  8  de  Febrero  de  1877  y  9  de  Enero 
de  1879. 

Los  Senadores,  después  de  admitidos  por 
el  Senado,  representan  individual  y  colecti- 
vamente á  la  Nación. 

CAPÍTULO   II 

De  las  elecciones  de  diputados  á  cortes 

Art.  11.  Son  elegibles  para  el  cargo  de 
Diputados  á  Cortes  todos  los  españoles  va- 
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rones  de  estado  seglar,  mayores  de  25  años, 
que  gocen  todos  los  derechos  civiles,  siem- 
pre que  no  estén  comprendidos  en  alguno 
de  los  casos  de  incapacidad  ó  incompatibili- 
dad que  establece  la  ley. 

Art.  12.  Los  Diputados  á  Cortes  serán 
elegidos  directamente  por  los  electores  de  los 
distritos  electorales,  con  sujeción  á  esta  ley 
y  á  los  reglamentos;  pero  después  de  nom- 
brados y  admitidos  por  el  Congreso,  repre- 
sentan individual  y  colectivamente  á  la 
Nación. 

Art.  13.  Son  aplicables  á  los  Diputados  á 
Cortes  por  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico 
las  disposiciones  de  la  ley  Electoral  de  la 
Península  de  26  de  Junio  de  1890,  que  se 
refieren  especialmente  á  la  elección  y  al 
ejercicio  del  cargo  de  Diputado  á  Cortes.  Al 
efecto,  se  insertan  los  artículos  correspon- 
dientes, como  apéndice  de  la  presente  ley, 
en  la  forma  en  que  han  de  ser  observados 
en  concordancia  con  ésta. 


CAPITULO   III 

De  las  elecciones  de  consejeros  de  adminis- 
tración, representantes,  diputados  pro- 
vinciales y  concejales. 

Art.  14.  Pueden  ser  Consejeros  de  Admi- 
nistración y  Representantes  los  españoles 
que  reúnan  las  condiciones  exigidas  para 
estos  cargos  en  la  Constitución  de  las  islas 
de  Cuba  y  Puerto  Rico. 
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Art.  15.  Pueden  ser  Diputados  provincia- 
les los  españoles  que  tengan  aptitud  para 
serlo  á  Cortes  y  sean  naturales  de  la  pro- 
vincia ó  lleven  cuatro  años  consecutivos  de 
residencia  dentro  de  la  misma. 

Art.  16.  Pueden  ser  elegidos  Concejales 
de  los  Ayuntamientos  mayores  de  100  ve- 
cinos los  electores  que,  además  de  llevar 
cuatro  años  por  ]o  menos  de  residencia  fija 
en  el  término  municipal,  paguen  una  cuo- 
ta directa  de  las  que  comprendan  en  la 
localidad  los  dos  primeros  tercios  de  las  lis- 
tas de  contribuyentes  por  el  impuesto  terri- 
torial y  por  el  de  subsidio  industrial  y  de 
comercio;  y  en  los  Municipios  menores  de 
1000  y  mayores  de  400  vecinos,  los  que  sa- 
tisfagan cuotas  comprendidas  en  los  prime- 
ros 4  quintos  de  las  referidas  listas.  En  los 
Ayuntamientos  que  no  excedan  de  400  ve- 
cinos, serán  elegibles  todos  los  electores. 

Serán  además  incluidos  en  el  número  de 
los  elegibles  todos  los  que  contribuyan  con 
cuota  igual  á  la  más  baja  que  en  cada  tér- 
mino municipal  corresponda  pagar  para 
serlo  con  arreglo  al  párrafo  anterior. 

Los  que  siendo  vecinos  paguen  alguna 
cuota  de  contribución  y  acrediten  por  medio 
de  titulo  oficial  su  capacidad  profesional  ó 
académica,  serán  también  elegibles. 

Igualmente  lo  serán  los  que  acrediten  que 
sufren  descuento  en  los  haberes  que  perci- 
ben de  fondos  generales,  provinciales  ó 
municipales,  siempre  que  el  importe  del 
descuento  se  halle  comprendido  en  la  pro- 
porción   marcada    anteriormente   para  los 
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elegibles  en  las    poblaciones  de  1.000  y  400 
vecinos   respectivamente. 

Se  estimará  la  cuota  acumulando  las  que 
satisfagan  los  contribuyentes  dentro  y  fue- 
ra del  pueblo  por  impuesto  directo  y  por 
recargos  municipales.  Para  computar  la 
contribución  á  los  electores  y  á  los  elegi- 
bles, se  considerarán  bienes  propios:  respec- 
to de  los  maridos,  los  de  sus  mujeres,  mien- 
tras subsista  la  sociedad  conyugal;  respecto 
de  los  padres,  los  de  sus  hijos  que  legítima- 
mente administren;  respecto  de  los  hijos,  los 
suyos  propios  cuyo  usufructo  no  tuvieren 
por  cualquier  concepto. 

Art.  17.  No  podrán  ser  elegidos  para  nin- 
guno de  los  cargos  á  que  se  refieren  los  tres 
artículos  anteriores  los  que  se  hallen  com- 
prendidos en  alguno  de  los  casos  de  incapa- 
cidad ó  incompatibilidad  que  establezcan 
las  leyes  respectivas. 

Art.  18.  Serán  electores  para  Consejeros 
de  Administración  los  que  determina  el  art. 
25  de  la  ley  Electoral  de  Senadores  de  la 
Península.  Las  dispo  liciones  del  cap.  4o  de 
dicha  ley  se  aplicarán  á  la  formación  de  las 
listas  de  electores  y  á  la  elección  de  los 
Consejeros  de  Administración,  en  la  forma 
que  determinen  los  reglamentos. 

Art.  19:  En  los  distritos  en  que  deba  ele- 
girse un  Representante,  un  Diputado  pro- 
vincial ó  un  Concejal,  cada  elector  no  podrá 
dar  válidamente  su  voto  más  que  á  una  per- 
sona; cuando  se  elijan  más  de  uno,  hasta 
cuatro,  tendrá  derecho  á  votar  á  uno  menos 
del  número  de  los   que  hayan  de  elegirse 
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en  su  respectivo  distrito;  á  dos  menos  si  se 
eligieren  más  de  cuatro,  y  á  tres  menos  si 
se  eligieran  más  de  ocho. 

Las  demás  disposiciones  relativas  al  pro- 
cedimiento electoral  serán  las  que  se  deter- 
minen en  las  leyes  orgánicas  respectivas  y 
en  los  reglamentos. 

TÍTULO  III 
De  la   sanción  penal 

CAPÍTULO   I 

De  los  delitos 

Art.  20.  La  falsedad  cometida  en  docu- 
mentos referentes  á  las  disposiciones  de  esta 
ley,  de  cualquiera  de  los  modos  señalados 
en  el  art.  310  del  Código  penal  de  Cuba  y 
Puerto  Eico,  constituye  delito  de  falsedad 
en  materia  electoral,  que  será  castigado  con 
las  penas  establecidas  en  dicho  articulo,  ó 
en  el  siguiente,  según  el  carácter  de  las 
personas  responsables. 

Igual  delito  constituirá,  y  con  las  mismas 
penas  será  castigada,  cualquiera  omisión 
intencionada  en  ios  documentos  á  que  se 
refiere  el  párrafo  anterior,  que  pueda  afec- 
tar al  resultado  de  la  elección. 

Art.  21.  Los  Tribunales,  sin  embargo,  re- 
bajarán en  uno  ó  dos  grados  las  penas,  im- 
poniéndolas en  el  que  estimen  conveniente, 
según  las  circunstancias  especificas  del  caso 
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el  escándalo  ó  alarma  que  hubieren  produ- 
cido, y  siempre  que  no  resulte  conexidad 
con  otros  delitos  penados  por  el  Código. 

Art.  22.  Son  documentos  oficiales,  para 
los  efectos  de  esta  ley,  el  censo  y  sus  copias 
autorizadas,  las  actas,  listas,  certificaciones 
y  cuantos  emanen  de  persona  á  quien  la 
ley  encargue  su  expedición,  ya  tengan  por 
objeto  facilitar  ó  acreditar  el  ejercicio  del 
derecho  electoral  ó  su  resultado,  ó  garantir 
la  regularidad  del  procedimiento. 

Art.  23.  Serán  castigados  con  las  penas 
de  arresto  mayor  y  multa  de  500  á  5.000 
pesetas,  cuando  las  disposiciones  generales 
del  Código  penal  no  señalen  otra  mayor, 
los  funcionarios  públicos  que,  por  dejar  de 
cumplir  íntegra  y  estrictamente  los  deberes 
impuestos  por  esta  ley  ó  por  las  disposicio- 
nes que  se  dicten  para  su  ejecución,  con- 
tribuyan á  alguno  de  los  actos  ú  omisiones 
siguientes: 

Io  A  que  las  listas  de  electores,  ya  sean 
preparatarias  ó  definitivas,  no  se  formen 
con  exactitud,  ó  no  estén  expuestas  al  públi- 
co durante  el  tiempo  y  en  el  lugar  corres- 
pondientes. 

2o  A  cualquiera  alteración  de  los  días, 
horas  ó  lugar  en  que  deba  celebrarse  cual- 
quier acto,  ó  á  que  su  modo  de  designación 
pueda  inducir  á  error. 

3o  A  manejos  fraudulentos  en  las  opera- 
ciones relacionadas  con  la  formación  del 
Censo,  constitución  de  las  Juntas  y  Colegios 
electorales,  votación,  acuerdos  ó  escrutinios 
y  propuestas  de  candidatos. 
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4o  A  que  no  se  extiendan  con  la  exacti- 
tud y  expresión  debidas,  ó  no  se  firmen 
oportunamente  y  por  todos  ios  que  deban 
hacerlo,  ó  á  que  no  tengan  el  curso  debido 
las  actas  ó  documentos    electorales. 

5°  A  cambiar  ó  alterar  la  papeleta  de  vo- 
tación que  el  elector  entregue  al  ejercitar 
su  derecho,  ó  á  ocultarla  de  la  vista  del 
público  antes  de  depositarse  en  la  urna. 

6o  A  que  se  impida  ó  dificulte  á  los  elec- 
tores, candidatos  ó  Notarios,  que  examinen 
por  si  la  urna  antes  de  comenzar  la  vota- 
ción, y  al  hacerse  el  escrutinio,  las  papeletas 
que  de  ella  se  extraigan. 

7o  A  la  anotación  intencionadamente  in- 
exacta, i  e  manera  que  oscurezca  la  verdad, 
de  los  nombres  de  los  votantes  en  cualquier 
acto. 

8o  Al  recuento  inexacto  de  votos  en 
acuerdos  referentes  á  la  formación  ó  recti- 
ficación del  censo,  ó  á  operaciones  electo- 
rales, y  á  la  lectura  también  inexacta  de 
papeletas. 

9o  A  descuprir  el  secreto  del  voto  ó  de  la 
elección  con  el  fin  de  influir  en  su  resultado. 

10.  A  que  se  haga  proclamación  indebi- 
da de  persona. 

11.  A  que  se  falte  á  la  verdad  en  mani- 
festación verbal  que  deba  hacerse  en  acto 
«lectora!,  ó  que  por  cualquier  acción  ú 
omisión  se  tienda  á  evitar  ó  dificultar  el 
oportuno  conocimiento  de  la  verdad  elec- 
toral. 

12.  A  suspender,  sin  causa  grave  y  sufi- 
ciente, cualquier  acto  electoral. 
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Art.  24.  Los  particulares  que  contribuyan 
directamente  á  la  comisión  de  alguno  de 
los  delitos  enumerados  en  el  artículo  ante- 
rior, serán  castigados  con  la  pena  de  arres- 
to mayor  en  su  grado  mínimo,  cuando  al 
hecho  que  ejecutaren  ó  á  la  omisión  en  que 
incurrieren  no  corresponda  pena  más  grave 
con  arreglo  al  Código  penal. 

Art.  25.  Todo  acto,  omisión  ó  manifesta- 
ción contrarios  á  esta  ley  ó  á  disposiciones  de 
carácter  general  dictadas  para  su  ejecución, 
que,  no  comprendido  en  los  artículos  ante- 
riores, tenga  por  objeto  cohibir  ó  ejercer 
presión  sobre  los  electores  para  que  usen 
de  su  derecho  ó  le  abandonen  contra  su 
voluntad,  constituye  delito  de  coacción  elec- 
toral, y  si  no  estuviere  previsto  y  penado 
en  el  Código  penal  con  sanción  más  grave, 
será  castigado  con  la  multa  de  125  á  2.500 
pesetas. 

Art.  26.  Cometen  además  delito  de  coac- 
ción electoral,  aunque  no  conste  ni  aparezca 
la  intención  de  cohibir  ó  ejercer  presión 
sobre  los  electores,  é  incurren  en  la  sanción 
del  artículo  anterior: 

Io  Las  Autoridades  civiles,  militares  ó 
ecleciásticas  que  prevengan  ó  recomienden 
á  los  electores  que  den  ó  nieguen  su  voto  á 
persona  determinada  y  los  que  haciendo  uso 
de  medios  ó  de  agentes  oficiales,  ó  autori- 
zándose con  timbres,  sobres,  sellos  ó  mem- 
bretes que  puedan  tener  este  carácter,  re- 
comienden ó  reprueben  candidaturas  deter- 
minadas. 

2o  Los  funcionarios  públicos  que  promue- 
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van  ó  cursen  expedientes  gubernativos  de 
denuncias,  multas,  atrasos  de  cuentas,  pro- 
pios, montes,  pósitos  ó  cualquier  otro  ramo 
de  la  Administración,  desde  la  convocatoria 
hasta  que  se  haya  terminado  la  elec- 
ción. 

3o  Los  funcionarios  desde  Ministro  de  la 
Corona,  inclusive,  que  hagan  nombramien- 
tos, separaciones,  traslaciones  ó  suspensio- 
nes ele  empleados,  agentes  ó  dependientes 
de  cualquier  ramo  de  la  Administración 
central,  provincial  ó  municipal,  en  el  perio 
do  desde  la  convocatoria  hasta  después  de 
terminado  el  escrutinio  general,  siempre 
que  tales  actos  no  estén  fundados  en  causa 
legítima  y  afecten  de  alguna  manera  á  la 
sección,  colegio,  distrito,  partido  judicial  ó 
provincia  donde  se  verifique  la  elección. 

La  causa  de  la  separación,  traslación  ó 
suspensión  se  expresará  precisamente  en  la 
orden,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  y  en  las  de  la  Habana  ó  Puerto 
Rico,  sí  emanase  de  la  Administración  cen- 
tral, y  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia 
respectiva,  si  fuese  dictada  por  la  provincial 
ó  municipal.  Omitidas  estas  formalidades,  se 
considerará  realizada  sin  causa. 

Se  exceptúan  de  estos  requisitos  los  Rea- 
les decretos  ú  órdenes  relativos  á  los  gober- 
nadores civiles  de  las  provincias  y  á  los 
Jefes  militares. 

Las  separaciones,  traslaciones  ó  suspen- 
siones acordadas  y  no  notificadas  á  los  inte- 
resados antes  del  periodo  electoral,  no  po- 
drán llevarse  á  cabo  durante  dicho  periodo, 
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sino  en  los  casos  y  en  la  forma  excepciona- 
les definidos  en  este  número. 

Arfe.  27.  Incurrirán  también  en  las  penas 
señaladas  en  el  art  25,  cuando  no  les  fueren 
aplicables  otras  más  graves,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  Código  penal: 

Io  Los  que  por  medio  de  promesa,  dádiva 
ó  remuneración  soliciten  directa  ó  indirec- 
tamente, en  favor  ó  en  contra  de  cualquier 
candidato,  el  voto  de  algún  elector. 

2o  Los  que  exciten  á  la  embriaguez  á  los 
electores  para  obtener  ó  asegurar  su  adhe- 
sión. 

3o  El  que  vote  dos  ó  más  veces  en  una 
elección,  tome  nombre  ajeno  para  votar,  ó  lo 
haga  estando  incapacitado  ó  teniendo  sus- 
pendido el  ejercicio  de  tal  derecho. 

4o  El   que  á  sabiendas  consienta  sin  pro 
testa,  pudiendo  hacerla,  la  emisión  del  voto 
en  los  casos  del  número  anterior. 

5o  El  que  niegue  ó  retarde  la  admisión, 
curso  y  resolución  de  las  protestas  ó  recla- 
maciones de  los  electores,  ó  no  de  resguardo 
de  ellas  al  que  las  hiciere. 

6o  El  que  omita  los  anuncios  y  pregones 
de  notificación  que  ordene  la  ley,  ó  no  ex- 
pida ó  no  mande  expedir  tan  pronto  como 
ésta  dispone  certificación  solicitada  de  actos 
electorales. 

7o  El  que  de  cualquier  otro  modo  no  pre- 
visto en  esta  ley  impida  ó  dificulte  que  un 
elector  ejercite  sus  derechos  ó  cumpla  sus 
deberes. 

8o  El  que  suscite  maliciosamente  ó  man- 
tenga  sin  motivo   racional  dudas  sobre  la 


identidad  de  una  persona  ó  la  entidad  de 
sus  derechos. 

Art.  28.  Los  funcionarios  públicos  que 
hagan  salir  de  su  domicilio  ó  residencia,  ó 
permanecer  fuera  de  ellos,  aunque  sea  con 
motivo  de  servicio  público,  aun  elector  en 
el  día  de  la  elección  ó  en  el  que  pueda  y 
quiera  efectuar  un  acto  electoral,  ó  los  que 
le  detuviesen,  privándole  en  casos  iguales 
de  su  libertad,  además  do,  las  penas  señala- 
das respectivamente  en  el  segundo  párrafo 
del  art.  210  y  en  el  221  del  Código  penal, 
incurrirán  en  la  de  inhabilitación  absoluta 
perpetua. 

Art.  29.  Los  que  impidan  ó  dificulten  la 
libre  entrada  y  salida  de  los  electores  en  el 
lugar  en  que  deban  ejercer  su  derecho,  su 
aproximación  á  las  Mesas  electorales,  la 
permanencia  de  Notarios,  candidatos  ó  elec- 
tores en  los  lugares  en  que  se  realicen  los 
actos  electorales,  de  manera  que  no  puedan 
ni  les  sea  fácil  ejercitar  su  oficio  ó  su  dere- 
cho y  comprobar  la  regularidad  de  tales 
actos,  incurrirán,  siendo  funcionarios  públi- 
cos, en  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do mínimo  y  multa  de  500  á  2.500  pesetas; 
y  siendo  particulares,  en  la  pena  de  arresto 
mayor  en  su  grado  mínimo,  á  no  ser  que  al 
hecho  estuvieran  señaladas  otras  penas  más 
graves  en  el  Código  penal,  en  cu\to  caso  se 
aplicarán  éstas. 

Art.  30.  Los  funcionarios  públicos  que  no 
entreguen  ó  que  demoren  maliciosamente 
la  entrega  de  documentos  reclamados  por 
comisionado  especial,  serán  castigados  como 
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reos  de  delito  de  desobediencia  grave  á  la 
Autoridad,  sin  perjuicio  de  la  responsabili- 
dad   disciplinaria  en  que  á  la  vez  incurran. 

Art.  31.  Los  delitos  previstos  en  el  Có- 
digo penal  que  tengan  por  objeto  la  materia 
electoral,  se  castigarán,  cuando  no  sean 
aplicables  las  disposiciones  especiales  de  los 
artículos  precedentes  con  las  penas  que  el 
mismo  Código  señale,  y  además  con  una 
multa  de  125  á  1.250  pesetas,  en  caso  de  que 
no  correspondiera  á  aquella  pena  de  esta 
clase. 

Art.  32.  Serán  penas  comunes  para  todos 
los  delitos  relacionados  directamente  con 
las  disposiciones  de  esta  ley,  ya  se  hallen 
en  ella  previstos  ó  lo  estén  en  otra,  la  de 
inhabilitación  especial  temporal  á  perpetua 
para  derecho  de  sufragio,  cuando  el  culpa- 
ble sea  ó  tenga  el  carácter  de  funcionario 
público,  y  la  de  suspensión  del  mismo  de- 
recho cuando  sea  particular. 

En  caso  de  reincidencia  por  delito  de  esta 
especie,  la  inhabilitación  correspondiente  á 
los  funcionarios  será  absoluta  perpetua,  y  á 
los  particulares  se  impondrá  la  inhabilita- 
ción absoluta  temporal,  además  de  las  penas 
correspondientes. 


CAPÍTULO    II 

De  las   infracciones 

Art.  33.  Toda  falta  de   cumplimiento    de 
las  obligaciones  y  formalidades  que  esta  ley 
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ó  las  disposiciones  que  se  dicten  para  su 
ejecución  impongan  á  cuantas  personas  in- 
tervengan con  carácter  oficial  en  las  opera- 
ciones electorales,  será  corregida  con  una 
multa  de  25  á  1.000  pesetas,  en  caso  de  no 
constituir  delito. 

Los  funcionarios  que  por  cualquier  causa 
que  no  sea  la  absoluta  imposibilidad  justifi- 
cada dejen  de  cumplir  cualquiera  de  los 
servicios  que  les  impone  esta  ley,  ó  sus 
reglamentos,  incurrirán  en  la  expresada 
multa,  que  decretará  la  Junta  del  Censo 
ante  la  cual  debió  prestarse  el  servicio,  sal- 
vo lo  dispuesto  en  el  articulo  42. 

En  igual  responsabilidad  incurrirán  los 
Presidentes  de  las  Juntas  provinciales  y 
municipales  que,  debiendo  recibir  un  docu- 
mento de  los  prevenidos  en  cualquiera  de 
las  disposiciones  de  esta  ley  ó  de  los  regla- 
mentos, no  disponga  bajo  su  responsabilidad 
que  inmediatamente  se  recoja  por  comisio- 
nado especial  á  costa  del  que  hubiere  de- 
bido enviarle. 

Los  que  en  tal  caso  no  den  conocimiento 
á  la  Junta  Central  de  haber  cumplido  este 
deber,  serán  corregidos  de  igual  modo. 

Art.  34.  Serán  corregidos  además  como 
ordena  el   artículo  anterior: 

Io  Los  concurrentes  á  los  actos  electorales 
que,  de  un  modo  que  no  constituya  delito, 
perturben  el  orden  ó  falten  al  respetodebido. 

2o  Los  que  no  teniendo  derecho  de  entrar 
en  los  colegios  electorales  ó  en  las  Juntas  de 
escrutinio,  no  abandonaren  el  local  á  la  pri- 
mera intimación  del  Presidente. 
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3o  Los  que  penetren  en  un  colegio,  sec- 
ción ó  junta  electoral  con  armas,  palos, 
bastones  ó  paraguas,  no  siendo  Autoridad  ó 
no  hallándose  impedido  físicamente. 

4o  Los  Notarios  que,  intentando  ejercer  su 
oficio,  no  den  conocimiento  previo  de  su 
propósito  al  que  presida  el  acto. 

5o  Los  funcionarios  y  los  particulares  por 
cuya  causa  no  reciba  quien  corresponda,  en 
los  plazos  señalados  y  de  la  manera  estable- 
cida en  la  ley,  alguna  comunicación,  aviso, 
acta  ó  documento  que  deba  transmitirse,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  niini.  4o  del 
articulo  23. 

6o  Los  Vocales  natos  y  suplentes  de  las 
Juntas  del  Censo  que  sin  justa  causa  no 
concurrieren  á  las  sesiones  para  que  fueren 
convocados,,  sin  haberse  excusado  oportuna- 
mente. 

Serán  causas  justas  para  no  concurrir  á 
las  sesiones: 

Ia  La  ausencia  del  lugar  en  que  éstas  se 
celebren. 

2a  Atenciones  preferentes  del  servicio  pú- 
blico. 

3a  Motivos  de  salud  personal  ó  ele  familia, 
ú  ocupaciones  privadas   inaplazables. 

4a  Aquellas  en  cuya  virtud  dejen  de  asis- 
tir á  la  Junta  Central  su  presidente  ó  sus 
Vocales. 
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CAPITULO  III 

Disposiciones  comunes  á  los  dos  capítulos 
anteriores 

Art.  35.  Para  los  efectos  de  esta  ley  se 
reputarán  funcionarios  públicos  los  de  nom- 
bramiento del  Gobierno  y  los  que  por  razón 
de  su  cargo  desempeñen  alguna  función 
relacionada  con  las  elecciones,  asi  como  los 
Presidentes  y  los  Vocales  de  las  Juntas  del 
Censo  electoral  y  los  Presidentes  é  Inter- 
ventores de  las  Mesas  y  Juntas  de  escru- 
tinio. 

Art.  36.  La  jurisdicción  ordinaria  es  la 
única  competente  para  el  conocimiento  de 
los  delitos  electorales,  cualquiera  que  sea 
el  fuero  personal  de  los  responsables. 

Para  los  efectos  de  las  disposiciones  de 
este  título  se  entenderá  que  son  delitos  elec- 
torales los  especialmente  previstos  en  esta 
ley,  y  los  que,  estándolo  en  el  Código  pe- 
nal, afecten  á  la  materia  propiamente  elec- 
toral. 

Art.  37.  Cuando  dentro  del  Colegio  ó  Jun- 
ta electoral  se  cometiese  algún  delito,  el 
Presidente  mandará  detener  y  pondrá  á  los 
presuntos  reos  á  disposición  de  la  Autoridad 
judicial. 

La  acción  penal  que  nace  de  los  delitos 
especialmente  electorales  es  publica,  y  po- 
drá ejercitarse  hasta  dos  meses  después  del 
término  del  mandato  conferido  por  la  elec- 
ción. 
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Para  su  ejercicio  no  se  exigirán  depósito 
ni  fianza. 

Los  Jueces  y  Tribunales  procederán  se- 
gún las  reglas  del  Enjuiciamiento  criminal. 

Art.  38.  No  se  necesitará  autorización 
para  procesar  á  ningún   funcionario. 

Las  causas  en  que  por  sentencia  firme  se 
exima  de  responsabilidad  por  obediencia 
debida,  se  remitirán  sin  dilación  al  Tribu- 
nal que  sea  competente  para  proceder  con- 
tra el  que  dio  la  orden  obedecida.  El  plazo 
de  la  prescripción  á  que  se  refiere  el  articu- 
lo anterior  estará  en  suspenso,  respecto  de 
la  Autoridad  ó  persona  obedecida,  desde 
que  se  principió  á  proceder  hasta  el  dia  en 
que  el  Tribunal  competente  haya  recibido 
la  sentencia  firme  en  que  se  declare  la  exen- 
ción de  la  responsabilidad  de  la  persona  que 
obedeció. 

Cuando  la  Autoridad  que  dio  la  orden 
fuese  un  Ministro  de  la  Corona,  ó  cuando 
de  cualquier  modo  resultase  indicada  su 
responsabilidad,  el  Tribunal  que  conozca 
del  proceso  remitirá  éste  sin  dilación  al 
Congreso  de  los  Diputados,  firme  que  sea  la 
sentencia  en  que  se  declare  la  exención  de 
responsabilidad,  ó  los  antecedentes  que  del 
mismo  resultaran  que  sean  indicantes  de  la 
responsabilidad  del  Ministro. 

Art.  39.  Son  aplicables  en  todo  caso  las 
disposiciones  generales  y  especiales  del  Có- 
digo penal  á  los  delitos  previstos  en  esta 
ley,  en  cuanto  dichas  disposiciones  se  re- 
fieran al  concepto  de  los  delitos  como  con- 
sumados, frustrados  y  tentativas,  á  las  par- 
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tícipaciones  en  ellos  de  las  diversas  personas 
que  sean  objeto  del  procedimiento,  á  las  cir- 
cunstancias modificativas  de  la  responsabili- 
dad y  á  la  consiguiente  graduación  y  apli- 
cación de  las  penas. 

Art.  40.  El  Tribunal  á  quien  corresponda 
la  ejecución  de  las  sentencias  firmes  dispon- 
drá la  publicación  de  éstas  en  el  Boletín 
Oficial  de  la  provincia  en  que  el  hecho  pe- 
nado se  hubiese  cometido,  y  remitirá  un 
ejemplar  de  este  periódico  á  la  Junta  Cen- 
tral del  Censo. 

Art.  41.  No  se  dará  curso  por  el  Ministerio 
de  Ultramar,  ni  se  informará  por  los  Tribu- 
nales ni  por  el  Consejo  de  Estado,  solicitud 
alguna  de  indulto  en  causa  por  delitos  elec- 
torales, sin  que  conste  previamente  que  los 
solicitantes  han  cumplido,  por  lo  menos,  la 
mitad  del  tiempo  de  su  condena  en  las  pe- 
nas personales  y  satisfecho  la  totalidad  de 
las  pecuniarias  y  las  costas.  Las  Autorida- 
des y  los  individuos  de  Corporación,  de 
cualquier  orden  ó  jerarquía,  que  infringie- 
sen esta  disposición,  dando  lugar  á  que  se 
ponga  á  la  resolución  del  Bey  la  solicitud 
de  gracia,  incurrirán  en  la  responsabilidad 
establecida   en  el  art.  369  del  Código  penal. 

De  toda  concesión  de  indulto  dará  conoci- 
miento el  Gobierno  á  la  Junta  Central  del 
Censo. 

Art.  42.  La  corrección  de  las  infracciones 
corresponde: 

Io  A  los  Presidentes  del  acto  ó  sesión  en 
que  se  cometan. 

2o  A  las  Juntas  municipales  ó  provincia- 
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les  del  Censo,  en  las  que  respectivamente 
se  relacionen  con  los  actos  de  los  cuales 
deban  entender  dichas  Juntas  ó  sus  Presi- 
dentes. 

Las  Juntas  municipales  no  podrán,  sin 
embargo,  acordar  corrección  Rlguna  respec- 
to á  las  superiores;  pero  si  entendieren  que 
la  provincial  ha  cometido  alguna  infracción, 
lo  pondrán  inmediatamente  en  conocimien- 
to de  la  Central  para  la  resolución  que  co- 
rresponda. 

Cuando  los  Jueces  dejen  de  remitir  á  las 
Juntas  del  Censo  los  documentos  necesarios 
para  la  formación  ó  rectificación  de  éste, 
conforme  á  los  reglamentos,  lo  comunicarán 
al  Presidente  de  la  Audiencia  territorial  res- 
pectiva, para  que  imponga  la  corrección,  y 
darán  cuenta  de  ella  á  la  Junta  Central. 

3o  A  la  Junta  Central,  las  demás. 

La  imposición  de  las  multas  se  hará  en 
resolución  escrita  motivada.  Las  que  se  im- 
pongan á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo primero  de  este  articulo,  ó  por  las 
Juntas  municipales,  serán  reclamables  ante 
la  Junta  provincial  dentro  de  dos  días  si- 
guientes á  la  notificación,  cuya  Junta  se  li- 
mitará á  confirmar  ó  revocar  el  acuerdo. 

Las  resoluciones  revocatorias  de  la  Junta 
provincial,  como  las  de  ésta  en  ejercicio  de 
de  sus  facultades  propias,  podrán  apelarse 
en  igual  término  ante  la  Junta  Central,  la 
cual  podrá  agravar,  disminuir  y  confirmar 
ó  alzar  la  multa  dentro  del  limite  de  sus 
atribuciones. 

Art.  43.  Los  Presidentes  del  colegio  elec- 
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toral  ó  de  Junta  de  escrutinio,  his  Juntas 
municipales  y  los  Presidentes  de  éstas  no 
podrán  imponer  multa  que  exceda  de  100  pe- 
setas. 

Los  Presidentes  de  Junta  provincial  y 
estas  Juntas  podrán  imponer  hasta  500  pe- 
setas. 

La  Junta  Central  y  su  Presidente,  hasta 
1.000   pesetas. 

Art.  44.  El  pago  de  estas  multas  se  hará 
en  un  papel  especial  que  la  Hacienda  pública 
emitirá  para  el  caso  y  entregará  á  cuenta  á 
las  Diputaciones  provinciales,  cobrando  so- 
bre él  un  derecho  del  20  por  100  de  su  valor. 
El  resto  de  su  importe  ingresará  en  la  Caja 
provincial  respectiva. 

Si  á  los  seis  días  de  ser  firme  el  acuerdo 
no  se  hiciere  efectiva  la  multa,  se  exigirá 
por  la  via  de  apremio. 

En  caso  de  insolvencia  del  multado,  sufri- 
rá éste  un  arresto  personal  á  razón  de  un 
dia  por  cada  5  pesetas  de  multa,  sin  que 
pueda  exceder  de  diez  días  cuando  fuere 
impuesta  por  la  Junta  municipal,  su  Presi- 
dente ó  Presidente  de  Mesa-,  de  veinte  si  lo 
fuere  por  la  Junta  provincial,  su  Presidente 
ó  por  los  de  las  Juntas  de  escrutinio,  y  ele 
treinta  si  lo  fuere  por  la  Junta  Central  ó  su 
Presidente. 


Disposiciones  transitorias 

Primera.  Dentro  de  los  tres  días  siguien- 
tes á  la  publicación  de  esta  ley  en  las  Gace- 
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tas  de  la  Habana  y  Puerto  Rico  se  consti- 
tuirá en  cada  una  de  las  capitales  de  las 
islas  una  Junta  que  se  denominará  Jinifci  in- 
sular del  censo  electoral,  compuesta,  del  go- 
bernador general,  presidente;  de  la>;  Salas 
de  gobierno  de  las  Audiencias  de  la  Habana 
y  Puerto  Rico,  respectivamente;  de  diez  in- 
dividuos, elegidos  por  el  gobernador  gene- 
ra], entre  los  de  mayor  significación,  para  re- 
presentar en  la  Junta  á  los  partidos  políticos 
de  la  isla,  y  del  secretario  del  gobierno  ge- 
neral, con  voz  y  sin  voto  este  último,  que 
desempeñará  las  funciones  de  secretario. 
Además,  el  gobernador  civil  de  la  Habana 
formará  parte  de  la  Junta  insular  del  censo 
electoral  de  la  isla  de  Cuba. 
Las  facultades  de  estas  Juntas  serán: 
Ia  Inspeccionar  y  dirigir  los  servicios  que 
se  refieran  á  la  formación  y  conservación 
del  Censo. 

2a  Conservar  los  ejemplares  impresos  de 
las  listas  definitivas,  copiadas  de  los  Regis- 
tros provinciales. 

3a  Comunicarse,  por  medio  del  Presiden- 
te, con  todas  las  Autoridades  y  funciona- 
rios públicos. 

4a  Recibir  y  resolver  cuantas  quejas  se 
le  dirijan. 

'5a  Ejercer  jurisdicción  disciplinaria  sobre 
todas  las  personas  que  intervengan  con  ca- 
rácter oficial  en  las  operaciones  electorales, 
imponiendo  multas  hasta  la  cantidad  de  1.000 
pesetas,  las  que,  en  su  caso,  exigirán  por 
su  orden  los  Jueces  de  primera  instancia. 
6a  Resolver  las   cuestiones  que  se    susci- 
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ten  en  la  ejecución  de  esta  ley  y  de  su 
reglamento,  adaptando  lo  dispuesto  en  am- 
bos á  las  condiciones  de  las  islas,  para  ase- 
gurar la  independencia  y  la  verdad  del  voto. 

Además,  la  Junta  insular  de  Cuba  orde- 
mirá  lo  que  estime  oportuno  para  que  se 
celebren  las  elecciones  en  los  distritos  en 
que  el  estado  de  la  insurrección  no  permita 
formar  á  su  tiempo  el  Censo  electoral,  ni 
verificar  dichas  elecciones  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  esta  ley  y  Jos  reglamentos.  Al 
efecto,  para  cada  uno  de  los  referidos  dis- 
tritos nombrará  delegados,  los  cuales,  en 
unión  de  siete  mayores  contribuyentes  por 
territorial  é  industrial,  y  siete  capacidades, 
procederán  á  verificar  la  elección,  atenién- 
dose á  las  instrucciones  que  la  Junta  insu- 
lar les  comunique. 

Segunda.  En  cumplimiento  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  4o  de  esta  ley,  antes  del 
día  26  de  Diciembre  próximo,  los  Presi- 
dentes d(j,  las  Audiencias  nombrarán  los 
Magistrados  que  han  de  presidir  las  Juntas 
provinciales  del  Censo  electoral  y  los  fun- 
cionarios que  han  de  presidir  las  municipa- 
les en  las  localidades  en  que  no  haya  Jue- 
ces de  primera  instancia. 

Tercera.  Para  que  á  la  mayor    brevedad, 
puedan  celebrarse  las  elecciones,    y  funcio- 
nen los  nuevos  organismos    políticos    y  ad- 
ministrativos en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto 
Rico,  se  procederá  del  modo  siguiente: 

El  día  Io  de  enero  de  1898,  á  las  ocho  de 
la  mañana,  el  presidente  de  la  Junta  muni- 
cipal del  Censo  electoral,  nombrado   por  el 
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de  la  Audiencia  de  la  provincia,  procederá, 
en  la  Sala  de  sesiones  del  Ayuntamiento,  y 
en  cesión  piiblica,  á  la  constitución  de  dicha 
Junta  municipal,  del  modo  prevenido  en  el 
artículo  4o  de  esta  ley. 

Seguidamente,  el  alcalde  pondrá  de  mani- 
fiesto el  último  empadronamiento  y  entre- 
gará al  presidente  de  la  Junta  una  lista 
duplicada,  por  orden  alfabético  y  con  nume- 
ración correlativa,  de  todos  los  vecinos  ma- 
yores de  25  años  que  consten  en  dicho  em- 
padronamiento, que  exprese  su  edad,  domi- 
cilio y  profesión,  y  si  saben  leer  y  escribir. 
Todos  los  pliegos  de  esta  lista  estarán  firma- 
dos por  el  alcalde  y  el  secretario  del  Ayun- 
tamiento. 

Acto  continuo,  el  presidente,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, hará  fijar  uno  de  los  dos  ejem- 
plares de  esta  lista  en  el  sitio  acostumbrado 
para  los  edictos  y  bandos  municipales,  y  á 
la  vez  hará  saber  por  bando  ó  por  pregón 
que  el  día  5  del  mismo  mes  de  enero,  á  las 
ocho  de  la  mañana,  se  reunirá  en  sesión  pú- 
blica la  Junta  municipal  del  Censo  en  la 
Sala  de  sesiones  del  Ayuntamiento. 

Antes  de  dicho  día  5,  los  jueces  de  prime- 
ra instancia  remitirán  á  los  presidentes  de 
las  Juntas  municipales  del  Censo  respecti- 
vas, lista  certificada  de  las  resoluciones  ju- 
diciales firmes  que  afecten  á  la  capacidad 
electoral  de  los  vecinos  de  cada  Ayunta- 
miento, y  los  jueces  municipales  lista  tam- 
bién certificada  de  los  expresados  vecinos 
que  hubiesen  fallecido  desde  la  fecha  del  úl- 
timo empadronamiento  quinquenal, 
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El  día  5  de  enero  la  Junta  municipal  se 

constituirá  en  sesión  pública  en  el  local  y 
á  la  hora  mencionados,  y  el  presidente  pon- 
drá sobre  la  mesa  la  lista  de  vecinos,  for- 
mada por  el  alcalde,  el  empadronamiento 
último  y  las  certificaciones  remitidas  por 
los  jueces. 

La  Junta  oirá  cuantas  reclamaciones  se 
hagan  sobre  inclusiones,  exclusiones  y  rec- 
tificaciones. Para  las  reclamaciones  de  in- 
clusión será  bastante  acreditar  con  dos  tes- 
tigos que  el  individuo  cuya  inclusión  en  las 
listas  se  solicita  reúne  ias  condiciones  le- 
gales para  ser  elector. 

Terminada  la  sesión  pública,  seguida- 
mente la  Junta  procederá  á  la  formación  de 
las  listas  siguientes: 

Ia  De  todos  los  vecinos  á  quienes  corres- 
ponde el  derecho  electoral,  según  el  empa- 
dronamiento. 

2a  De  los  fallecidos  con  posterioridad  á 
dicho  empadronamiento,  formada  con  los 
datos  remitidos  por  los  jueces  municipales 
respectivos. 

3a  De  los  que  se  hallen  en  caso  de  inca- 
pacidad. 

Estas  listas  se  publicarán,  como  pre- 
viene el  párrafo  primero  de  esta  disposi- 
ción, en  los  tres  días  siguientes,  durante 
los  cuales  se  podrá  apelar  á  la  Junta  pro- 
vincial. 

En  esta  misma  sesión,  la  Junta  municipal 
acordará  la  distribución  de  los  electores  del 
Municipio  en  secciones,  si  éstos  excedieren 
de  500,  asignando   á  cada   una  un  número 
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próximamente  igual  dentro  de  las  condicio- 
nes de  cada  localidad. 

Hecho  esto,  se  copiarán  por  duplicado  de 
la  primera  lista,  por  orden  alfabético,  los 
nombres  de  los  electores  le  cada  Municipio, 
separándolos  por  secciones,  y  estas  copias 
constituirán  las  listas  definitivas.  Una  de 
ellas  se  remitirá  el  día  9  de  Enero,  junta- 
mente con  certificado  del  acuerdo  de  la  divi- 
sión del  Municipio  en  secciones,  y  de  las  re- 
clamaciones que  se  hayan  presentado,  á  la 
Junta  provincia]  del  Censo,  la  cual  dictará 
las  resoluciones  que  estime,  oportunas,  hará 
en  su  caso  las  modificaciones  procedentes, 
y  ordenará  que  se  impriman  las  listas  de- 
electores  en  el  Boletín  de  la  provincia  an- 
tes del  20  de  Enero. 

Un  ejemplar  impreso  de  la  lista  corres- 
pondiente á  cada  Municipio,  autorizada  por 
el  Presidente  y  el  Secretario  de  la  Junta 
provincial  y  selladas  todas  las  hojas,  se  re- 
mit>i:á  un  pliego  certificado  al  respectivo 
Presidente  de  la  Junta  municipal,  el  cual 
dará  conocimiento  á  ésta,  y  hará  fijar  al  pú- 
blico por  espacio  de  tres  días  inmediatos 
una  copia  de  í.quel  ejemplar,  que  quedará 
archivado.  De  la  exactitud  completa  de  la 
copia  responderán  el  Presidente  y  el  Secre- 
tario de  la  Junta  municipal. 

Ejemplares  iguales  remitirá  también  en 
pliego  certificado  el  Presidente  de  la  Junta 
provincial  á  las  Autoridades  que  determine 
el  reglamento. 

Contra  las  resoluciones  que  dicten  las 
Juntas  provinciales  en  virtud  de  esta  dispo- 
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sición  transitoria,  no  se  dará  otro  recurso 
que  el  ele  queja  á  la  Junta  insular. 

El  día  anterior  al  señalado  para  las  pri- 
meras elecciones  que  hayan  de  verificarse 
después  de  la  publicación  de  esta  ley,  se 
reunirán  las  Juntas  municipales  del  Censo 
y  acordarán  la  inclusión  en  las  listas  elec- 
torales de  los  que  la  soliciten  hasta  aquel 
día  y  acrediten  con  dos  testigos  que  reúnen 
las  condiciones  exigidas  por  esta  ley  para 
ser  elector. 

Los  incluidos  por  virtud  de  estos  acuer- 
dos ó  por  las  resoluciones  de  la  Junta  insu- 
lar, ejercerán  su  derecho  en  la  sección  á 
que  corresponda  su  domicilio. 

Cuarta.  Mientras  no  se  haga  una  nueva 
división  en  distritos  electorales  para  Dipu- 
tados á  Cortes  en  el  territorio  de  las  islas  de 
Cuba  y  Puerto  Rico,  se  declara  subsistente 
la  que  rige  en  la  actualidad. 

Las  Juntas  insulares  del  Censo  electoral 
harán  la  división  del  territorio  de  las  islas 
en  distritos  y  circunscripciones  para  la  elec- 
ción de  Representantes,  con  arreglo  al  Real 
decreto  de  esta  fecha. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  1897. — Apro- 
bado por  S.  M. — Sagasta. 
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Artículos  «le  la  ley  Electoral  «le  la 
Peníusula  «le  26  «le  Junio  de  1890, 
eu  la  forma  eu  que  han  «le  apli- 
carse con  arreglo  al  art.  13  «le  la 
«le  Cuba  y  Puerto  Rico. 

Art.  4o  Son  condiciones  indispensables 
para  ser  admitido  como  Diputado  en  el  Con- 
greso, las  siguiente": 

Ia  Reunir  las  calidades  requeridas  en  el 
art.  29  de  la  Constitución,  en  el  día  en  que 
se,  verifique  la  elección  en  el  distrito  elec- 
toral. 

2a  Haber  sido  elegido  y  proclamado  elec- 
to en  un  distrito  electoral,  ó  en  el  Congreso, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  esta  ley 
y  á  las  del  reglamento  del  mismo  Cuerpo. 

3a  No  estar  inhabilitado  por  cualquier 
motivo  de  incapacidad  personal  para  obte- 
ner el  cargo  en  el  dia  en  que  se  verifique  la 
elección. 

4a  Xo  estar  comprendido  en  ninguno  de 
los  casos  que  establece  la  ley  de  incompati- 
bilidades. 

Art.  5o  Están  incapacitados  para  ser  ad- 
mitidos como  Diputados,  aunque  hubiesen 
sido  válidamente  elegidos: 

Io  Los  que  se  encuentren  comprendidos 
en  alguno  de  los  casos  que  determina  el  ar- 
ticulo 2o  de  esta  ley. 

La  rehabilitación  mencionada  en  el  nú- 
mero 2o  del  art.  2o  de  esta  ley  deberá  obte- 
nerse para  la  elegibilidad  de  Diputado  dos 
años  antes,  por  lo  menos,  de  su  elección 
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2U  Los  contratistas  de  obras  ó  servicios 
públicos  que  se  costeen  con  fondos  genera- 
les, il«  la  provincia  ó  del  Municipio;  los  que 
de  resultas  de  tales  contratas  tengan  pen- 
dientes reclamaciones  de  interés  propio  con- 
tra la  Administración,  y  los  fiadores  y  con- 
socios de  dichos  contratistas.  Esta  incapaci- 
dad se  entenderá  solamente  en  relación  con 
el  distrito  ó  circunscripción  en  que  se  haga 
la  obra  ó  servicio  público. 

3®  Los  que  desempeñen  ó  hayan  desem- 
peñado un  año  antes,  en  el  distrito  ó  cir- 
cunscripción en  que  la  elección  se  verifique, 
cualquier  empleo,  cargo  ó  comisión  de 
nombramiento  del  Gobierno,  ó  ejercido  au- 
toridad de  elección  popular,  en  cuyo  con- 
cepto se  comprenden  los  Presidentes  de  las 
Diputaciones  y  los  Diputados  que  durante 
el  año  anterior  hubiesen  desempeñado  el 
cargo  de  individuo  de  las  Comisiones  pro- 
vinciales. 

Se  exceptúan  los  Ministros  de  la  Corona 
y  los  funcionarios  de  la  Administración  Cen- 
tral de  las  islas  y  de  la  Península. 

Las  incapacidades  á  que  se  refiere  este 
número  3o  se  limitan  á  los  votos  emitidos 
en  el  distrito  ó  en  la  circunscripción,  ó  á 
donde  alcancen  la  autoridad  ó  funciones  de 
que  haya  estado  investido  el  Diputado  electo. 

Art.  6o  En  cualquier  tiempo  en  que  un 
Diputado  se  inhabilitare  después  de  admiti- 
do en  el  Congreso  por  alguna  de  las  causas 
enumeradas  en  el  art.  5o,  se  declarará  su 
incapacidad  y  perderá  inmediatamente  el 
cargo . 
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Art.  7o  Los  que  estén  ya  en  posesión  del 
cargo  de  Diputado  á  Cortes  no  podrán  ser 
admitidos  en  el  mismo  Congreso  por  virtud 
de  una  elección  parcial  si  no  lo  hubiesen 
renunciado  antes  de  la  convocación  del  dis- 
trito para  dicha  elección  parcial. 

Art.  8o  El  cargo  de  Diputado  á  Cortes  es 
gratuito  y  voluntario,  y  se  podrá  renunciar 
antes  y  después  de  haberlo  jurado;  pero  la 
renuncia  no  podrá  ser  admitida  sin  aproba- 
ción previa  del  acta  de  la  elección  por  el 
Congreso. 

Art.  22.  En  los  distritos  en  que  deba  ele- 
girse un  Diputado,  cada  elector  no  podrá 
dar  válidamente  su  voto  más  que  á  una  per- 
sona; cuando  se  elijan  más  de  uno,  hasta 
cuatro,  tendrá  derecho  á  votar  á  uno  menos 
del  número  de  los  que  hayan  de  elegirse;  á 
dos  menos  si  se  eligieren  más  de  cuatro,  y  á 
tres  menos  si  se  eligieren  más  de  ocho. 

Art.  37.  Tendrán  derecho  á  nombrar  In- 
terventores para  las  Mesas  electorales  de  las 
secciones  que  comprendan  el  distrito  ó  cir- 
cunscripción, los  candidatos  siguientes: 

Io  Los  ex  Diputados  á  Cortes  que  hayan 
representado  el  mismo  distrito  ú  otro  cual- 
quiera de  la  isla. 

2o  Los  que  hubiesen  luchado  en  el  mismo 
distrito  en  elecciones  anteriores  y  obtenido 
la  quinta  parte  por  lo  menos  del  total  de 
votos  emitidos. 

3o  Los  ex  Senadores  elegidos  por  la  isla  á 
que  pertenece  el  distrito    ó  circunscripción. 

4o  Los  candidatos  para  Diputados  á  Cor- 
tes propuestos  por  medio    de  cédulas  firma- 


—  46  — 

das  por  electores  del  respectivo  distrito  ó 
circunscripción,  ó  por  actas  notariales  con 
intervención  del  funcionario  competente, 
cuyos  electores  asciendan  cuando  menos  á 
la  vigésima  parte  del  total  de  los  compren- 
didos en  la  lista  ultimada  del  distrito  ó  cir- 
cunscripción. 

Art.  73.  Solamente  por  acuerdo  del  Con- 
greso se  podrá  proceder  á  la  elección  par- 
cial de  Diputado  en  uno  ó  más  distritos,  ó 
por  haber  quedado  vacante  su  representa- 
ción en  las  Cortes. 

Art.  74.  Para  los  distritos  que  con  arreglo 
á  esta  ley  deben  elegir  tres  ó  más  Diputa- 
dos, solamente  se  entenderá  que  hay  vacan- 
te en  su  representación  en  las  Cortes  cuan- 
do por  cualquiera  causa  faltasen  dos  por 
lo  menos  de  sus   Diputados. 

Art.  75.  El  Real  decreto  convocando  álos 
colegios  electorales  de  uno  más  distritos  para 
elección  parcial  de  Diputados  á  Cortes  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  dentro  de 
ocho  días,  contados  desde  la  fecha  de  la  co- 
municación del  acuerdo  del  Congreso.  En 
el  mismo  Eeal  decreto  se  señalará  el  día-  en 
que  ha  de  hacerse  la  elección,  y  no  se  podrá 
fijar  este  día  antes  de  los  veinte  ni  después 
de  los  treinta,  contados  desde  la  fecha  de 
la  convocatoria.  Simultáneamente  se  publi- 
cará el  Eeal  decreto  en  las  Gacetas  de  la 
Habana  y  de  Puerto  Rico,  según  los  casos, 
comunicándose  al  efecto  la  oportuna  orden 
telegráfica  á  los  respectivos  Gobernadores 
generales  de  una  y  otra  Antilla. 

Art.  76.  La  elección  parcial  se  hará  en  el 


47 


día  señalado,  por  los  trámites  y  en  la  forma 
prescritos  por  esta  ley  para  las  elecciones 
generales. 

Art.  77.  El  Cong'reso,  en  uso  de  la  prerro- 
gativa que  le  compete  por  el  art.  34  de  la 
Constitución,  examinará  y  juzgará  de  la 
legalidad  de  las  elecciones  por  los  trámites 
que  determine  su  reglamento,  y  admitirá 
como  Diputados  á  los  que  resulten  legal- 
mente  elegidos  y  proclamados  en  los  distri- 
tos, si  reúnen  la  capacidad  necesaria  para 
ejercer  el  cargo  y  no  están  comprendidos 
en  las  incompatibilidades  que  declare  la  ley. 

Art.  78.  En  los  casos  de  elección  empata- 
da, si  uno  solo  de  los  candidatos  empatados 
tuviese  aptitud  legal  para  ser  Diputado, 
será  proclamado  y  admitido  desde  luego, 
una  vez  aprobada  la  elección. 

También  será  admitido  desde  luego  y 
proclamado  por  el  Congreso  el  que  resulte 
legalmente  elegido,  si  hubiese  en  el  acta 
protestas  que  aparezcan  justificadas  contra 
la  votación  del  otro  ú  otros  candidatos  em- 
patados. 

A  falta  de  estas  diferencias,  será  procla- 
mado Diputado  entre  los  candidatos  empa- 
tados: 

Io  El  que  hubiere  ejercido  más  veces  el 
cargo. 

2o  El  que  lo  hubiere  ejercido  más  tiempo. 

3o  El   mayor  en  edad. 

Art.  79.  Las  actas  de  la  Junta  de  escruti- 
nio, remitidas  á  la  Junta  Central  en  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto  en  el  art.  69,  se 
entregarán  por    ésta,    en  cuanto  lleguen  á 
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su  poder,  en   la  Secretaría  del  Congreso,  á 
cuya   disposición   tendrá  aquella  Junta  en 
todo  caso  los  demás  documentos    referentes 
á  actas  electorales. 

Art.  80.  Los  Diputados,  electos  ó  presun- 
tos, proclamados  por  las  Juntas  de  escruti- 
nio en  elecciones  generales,  deberán  presen- 
tar la  credencial  respectiva  dentro  de  dos 
meses,  á  contar  desde  el  día  de  la  reunión 
de  las  Cortes. 

Para  los  proclamados  en  elección  parcial, 
el  plazo  se  contará  desde  el  día  de  su  pro- 
clamación por  la  Junta  de  escrutinio. 

Se  entenderá  que  renuncia  su  cargo  el 
que  no  presente  la  credencial  dentro  de  los 
términos  establecidos  por  este  artículo,  y  en 
su  consecuencia  se  declarará  la  vacante  del 
distrito  .ó  Colegio  correspondiente,  después 
de  resolver  el  Congreso  sobre  la  legalidad 
de  la  elección. 

Art.  81.  Si  un  mismo  individuo  resultase 
elegido  por  dos  ó  más  distritos  á  la  vez, 
optará  por  uno  de  ellos  ante  el  Congreso 
dentro  de  los  ocho  días  siguientes  á  la  apro- 
bación de  la  última  de  sus  actas,  si  entonces 
estuviese  ya  admitido  como  Diputado,  ó  de 
treinta  días  en  otro  caso. 

A  falta  de  opción  expresa  en  uno  ú  otro 
término,  decidirá  la  suerte  ante  el  Congreso 
el  distrito  que  le  corresponda,  y  se  declarará 
la  vacante  con  respecto  á  los  demás. 

Art.  82.  Los  electores  y  los  candidatos 
que  hubiesen  figurado  en  una  elección,  po- 
drán acudir  ante  el  Congreso  en  cualquier 
tiempo,  antes  de  la  aprobación  del  acta  res- 
pectiva, con  la-i  reclamaciones  que  les  con- 
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vengan  contra  la  validez  ó  resultado  de  la 
misma  elección,  ó  contra  la  capacidad  le- 
gal del  Diputado  electo. |antes  de  que  éste 
haya  sido  admitido. 

Art.  83.  Cuando  para  poder  apreciar  y 
juzgar  de  la  legalidad  de  una  elección  re- 
clamada ante  el  Congreso  se  estimase  nece- 
sario practicar  algunas  investigaciones  en 
la  localidad  de  la  misma  elección,  el  Presi- 
dente de  la  Cámara  dará  y  comunicará  di- 
rectamente las  órdenes  á  la  Autoridad  judi- 
cial del  territorio  á  quien  tenga  por  conve- 
niente dar  comisión  al  efecto,  y  la  Autoridad 
comisionada  se  entenderá  con  el  mismo 
Presidente  en  el  desempeño  de  su  encargo, 
sin  necesidad  de  intervención  del  Gobierno. 

Art.  84.  Después  de  aprobada  por  el  Con- 
greso una  elección  y  de  admitido  el  Diputa- 
do electo  por  ella,  no  se  podrá  admitir  re- 
clamación alguna  ni  volver  á  tratar  sobre 
la  validez  de  la  misma  elección,  ni  tampoco 
sobre  la  actitud  Jeg'al  del  Diputado,  á  no  ser 
por  causa  de  incapacidad  posterior  á  su  ad- 
misión. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  1897.— Apro- 
bado por  8.  M.—  Sagasta. 


CONSTITUCIÓN  COLONIAL 


ISLA    DE    CUBA 


EXPOSICIÓN 

Señora:  Al  abordar  el  problema  de  intro- 
ducir en  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  la 
autonomía  colonial,  empeño  que  con  el  de 
la  pacificación  del  territorio  cubano  consti- 
tuye los  compromisos  que  el  gobierno  tiene 
contraídos  con  la  nación,  estiman  los  minis- 
tros que  las  explicaciones  detalladas  y  los 
comentarios  de  las  complejas  materias  que 
abraza  el  proyecto  deben  ceder  el  paso  á 
la  exposición  sobria,  pero  completa  de  sus 
caracteres  fundamentales,  de  las  esferas  de 
acción  á  que  se  extiende  y  de  las  conse- 
cuencias que,  á  su  juicio,  ha  de  engendrar 
el  régimen  que  proponen  á  V.  M.  para  la 
gobernación  de  las  Antillas  españolas. 

La  critica  y  el  análisis  esclarecerán  bien 
pronto  cuanto  á  los  detalles  se  refiera;  las 
ideas  esenciales  y  la  inspiración  del  decreto, 
sólo  en  este  sitio  y  en  este  momento  tienen 
lugar  apropiado. 

Es  esto  tanto  más  necesario,  cuanto  que  la 
primera  y  niás  esencial  condición  de  éxito 
en  esta  clase  de  reformas  es  la  absoluta  sin- 


51 


ceridad  del  propósito.  Con  ella  ha  procedido 
el  gobierno  á  estudiar  la  mejor  fórmula  de 
Constitución  autonómica  para  las  islas  de 
Cuba  y  Puerto  Rico,  y  de  que  la  intención 
y  los  resultados  han  marchado  de  consuno, 
espera  dar  en  estas  observaciones  demostra- 
ción acabada. 

Propúsose,  ante  todo,  sentar  claramente 
el  principio,  desenvolverle  en  toda  su  inte- 
gridad y  rodearlo  de  todas  las  garantías  de 
éxito.  Porque  cuando  se  trata  de  confiar 
la  dirección  de  sus  negocios  á  pueblos  que 
han  llegado  á  la  edad  viril,  ó  no  debe  ha- 
blárseles  de  autonomía,  ó  es  preciso  dársela 
completa  con  la  convicción  de  que  se  les 
coloca  en  el  camino  del  bien,  sin  limitacio- 
nes ó  trabas  hijas  de  la  desconfianza  y  del 
recelo.  O  se  fía  la  defensa  de  la  nacionali- 
dad á  la  represión  y  á  la  fuerza,  ó  se  en- 
trega al  consorcio  de  los  afectos  y  de  las 
tradiciones  con  los  intereses,  fortificado  á 
medida  que  se  desarrolla  por  las  ventajas 
de  un  sistema  de  gobierno  que  enseñe  y 
evidencie  á  las  colonias  que  bajo  ningún 
otro  les  sería  dado  alcanzar  mayor  grado  de 
bienestar,  de  seguridad  y  de  importancia. 

Esto  sentado,  era  condición  esencial  para 
lograr  el  propósito,  buscar  á  ese  principio 
una  forma  práctica  é  inteligible  para  el 
pueblo  que  por  él  había  de  gobernarse,  y  la 
encontró  el  gobierno  en  el  .programa  de 
aquel  partido  insular,  considerable  por  el 
número,  pero  más  importante  aún  por  la  in- 
teligencia y  la  constancia,  cuyas  prediccio- 
nes, desde  hace  veinte  años,  han  familiari- 
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zado  al  país  cubano  con  el  espíritu,  los 
procedimientos  y  la  transcendencia  de  la  pro- 
funda innovación  que  están  llamados  á  in- 
troducir en  su  vida  política  y  social. 

Con  lo  cual  ya  se  afirma  que  el  proyecto  no 
tiene  nada  de  teórico,  ni  es  imitación  ó  co- 
pia de  otras  Constituciones  coloniales,  mira- 
das con  razón  como  modelo  en  la  materia, 
pues  aun  cuando  el  gobierno  ha  tenido  muy 
presentes  sus  enseñanzas,  entiende  que  las 
instituciones  de  pueblos  que  por  su  historia 
y  por  su  raza  difieren  tanto  del  de  Cuba, 
no  pueden  arraigar  donde  no  tienen  ni  pre- 
cedente, ni  atmósfera,  ni  aquella  prepara- 
ción que  nace  de  la  educación  y  de  las 
creencias. 

Planteado  asi  el  problema,  tratándose  de 
dar  una  Constitución  autonómica  á  un 
territorio  español  poblado  por  raza  espa- 
ñola y  por  España  civilizado,  la  resolución 
no  era  dudosa:  la  autonomía  debía  desen- 
volverse dentro  de  las  ideas  y  con  arreglo 
al  programa  que  lleva  ese  nombre  en  las 
Antillas,  sin  eliminar  nada  de  su  conte- 
nido, sin  alterar  sobre  todo  su  espíritu, 
antes  bien,  completándolo,  armonizándolo, 
dándole  mayores  garantías  de  estabilidad, 
cual  corresponde  al  gobierno  de  una  Me- 
trópoli que  se  siente  atraída  á  implantarlo 
por  la  convicción  de  sus  ventajas,  por  el 
anhelo  de  llevar  la  paz  y  el  sosiego  á  tan 
preciados  territorios  y  por  la  conciencia  de 
sus  responsabilidades;  no  sólo  ante  la  co- 
lonia, sino  también  ante  sus  propios  vastí- 
simos intereses  que   el  tiempo   ha  enlazado 
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y    tejido    en   la   tupida    red  de    los    años. 

Seguro  asi  de  la  forma  que  mejor  cua- 
draba á  su  intento,  no  era  difícil  distinguir 
los  tres  grandes  aspectos  que  ofrece  el  plan- 
teamiento de  una  Constitución  autonómica. 
En  primer  término,  los  sagrado-?  intereses 
déla  Metrópoli,  que  alarmada  y  desconfiada 
por  la  conducta  de  muchos  de  sus  hijos,  y 
herida  por  la  ingratitud  de  aquellos  que  fian 
más  en  el  egoísmo  del  logrero  que  en  la 
afección  del  hermano,  anhela  ante  todo  que 
el  cambio  á  que  se  halla  pronta  estreche  y 
afirme  el  lazo  de  la  soberanía,  y  que  en  me- 
dio de  una  paz  bendecida  los  intereses  de 
todos  sus  hijos,  que  ni  son  opuestos  ni  con- 
tradictorios, aunque  á  veces  sean  distintos, 
se  armonicen,  compenetren  y  desarrollen 
por  el  libre  acuerdo  de  todos. 

Después,  las  aspiraciones,  las  necesida- 
des, los  deseos  de  las  poblaciones  coloniales, 
ansiosas  de  ser  tratadas  como  hijas  desgra- 
ciadas en  vez  de  ser  destruidas  corno  ene- 
migas, atentas  al  llamamiento  cariñoso  y 
rebeldes  como  españolas  á  la  "imposición 
brutal  de  la  fuerza  extermin adora,  que  es- 
peran de  su  Metrópoli  una  forma  que  mol- 
dee sus  iniciativas  y  un  procedimiento  que 
les  autorice  á  gobernar  sus  intereses. 

Y,  por  último,  ese  vasto  é  interesante  con- 
junto de  las  relaciones  creadas,  de  los  inte- 
reses desarrollados  en  ese  largo  pasado, 
que  á  nadie,  y  menos  aun  gobierno,  es  lí- 
cito desconocer  ni  olvidar  y  cuya  conserva- 
ción y  desarrollo  envuelve  la  realización 
del  destino  de  nuestra  raza  en  América  y  la 
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gloria  de  la  bandera  española  en  las  tierras 
descubiertas  y  civilizadas  por  nuestros  an- 
tepasados. 

A  estos  tres  órdenes  de  ideas  responden 
las  disposiciones  fundamentales  del  proyec- 
to sometido  á  la  aprobación  de  vuestra 
majestad. 

Al  primero,  ó  sea  al  punto  de  vista  me- 
tropolitano, pertenecen  las  cuestiones  de 
soberania  confiadas  á  los  elevados  organis- 
mos de  la  nacionalidad  española.  La  re- 
presentación y  autoridad  del  rey,  que  es 
la  nación  misma-,  el  mando  de  los  ejércitos 
de  mar  y  tierra;  la  administración  de  la 
justicia;  las  inteligencias  diplomáticas  con 
América;  las  relaciones  constantes  y  bené- 
ficas entre  la  colonia  y  la  metrópoli;  la 
gracia  de  indulto;  la  guarda  y  defensa  de 
la  Constitución,  quedan  confiadas  al  gober- 
nador general,  como  representante  del  rey, 
y  bajo  la  dirección  del  Consejo  de  minis- 
tros. 

Xada  de  lo  que  es  esencial  ha  sido  olvi- 
dado; en  nada  se  disminuye  ó  aminora  la 
autoridad  del  poder  central. 

El  aspecto  insular  se  desenvuelve  á  su 
vez  de  manera  tan  completa  y  acabada  co- 
mo la  pudieran  imaginar  los  más  exigentes, 
en  la  automía  central,  municipal  y  pro- 
vincial; en  la  aplicación,  sin  reserva,  equí- 
voco ó  doble  sentido  del  sistema  parlamen- 
tario; en  las  facultades  de  las  Cámaras  in- 
sulares y  en  la  creación  de  un  gobierno  res- 
ponsable, á  cuyo  frente,  y  formando  el  la- 
zo supremo  de  la  nacionalidad  en  lo   que  al 
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poder  ejecutivo  se  refiere,  aparece  de  nuevo 
el  gobernador  general  que,  de  una  parte,  pre- 
side por  medio  de  ministros  responsables  al 
desenvolvimiento  de  la  vida  colonial,  y  de 
otra,  la  enlaza  y  la  relaciona  á  la  vida  ge- 
neral de  la  nación. 

Y  aquel  tercer  aspecto,  en  el  cual  viene 
á  resumirse  la  historia  de  las  relaciones  en- 
tre las  Antillas  y  la  Metrópoli,  y  dentro  del 
cual  habrán  de  desenvolverse  también  su 
comercio,  su  crédito  y  su  riqueza,  se  define 
en  una  serie  de  disposiciones  de  carácter 
permanente,  que  enlaza  los  dos  poderes  eje- 
cutivos, el  insular  y  el  nacional,  y  en  oca- 
siones sus  Cámaras  de  modo  que  á  cada 
momento,  y  en  las  variadas  solicitudes  de  la 
vida,  se  presten  mutuo  apoyo  y  se  ayuden  á 
desenvolver  los  intereses  comunes. 

Y  todo  este  sistema  múltiple  y  complejo, 
aunque  no  complicado,  se  sanciona  y  se 
hace  práctico  por  una  serie  de  garantías,  de 
enlaces,  de  constantes  inteligencias  y  de  pú- 
blicas  discusiones,  que  harán  imposible,  en 
cuanto  á  los  hombres  es  licito  predecir  el 
porvenir,  los  dilemas  sin  salida,  las  diferen- 
cias irreductibles,  el  choque  entre  la  colonia 
y  la   Metrópoli. 

Punto  es  este  de  tal  importancia,  que  á 
él  hubiera  subordinado  en  todo  caso  el  go- 
bierno todas  las  demás  cuestiones,  si  tal  su- 
bordinación hubiera  sido  precisa,  que  ni 
puede  serlo  ni  habría  por  qué  temerlo  des- 
de el  momento  en  que  las  bases  del  nuevo 
régimen  se  afirman  sobre  la  armonía  de  los 
intenses,  el  escrupuloso  respeto    de  los  de- 
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rechos  y  el  deseo  en  la  Metrópoli  de  ayudar 
sin    descanso  al    desarrollo,    prosperidad  y 

desenvolvimiento  pacifico  de  sus  hermosas 
Antillas,  á  cuyo  sentimiento  ha  de  encon- 
trar en  ellas,  no  lo  duda  el  gobierno,  una 
leal  correspondencia. 

No  es  esto  decir  que  no  ocurran  cuestio- 
nes en  las  cuales  se  confundan  las  dos  esfe- 
ras de  acción  y  quepan  dudas  legitimas 
acerca  de  cuál  es  el  interés  en  ella  predo- 
minante, y  nazca,  tras  de  la  duda,  la  discu- 
sión más  ó  menos  apasionada. 

En  ninguna  eolonia  autónoma  ha  dejado 
de  suceder  eso;  en  ninguna  se  ha  dado  el 
caso  de  que  el  poder  central  esté  siempre  y 
sistemáticamente  de  acuerdo  con  los  actos 
del  poder  colonial.  Larga  es  ki  lista  de  las 
resoluciones  legislativas  del  Canadá  á  que 
el  gobierno  inglés  ha  puesto  el  veto,  y  cu- 
riosa y  por  demás  interesante  la  serie  de  re- 
soluciones judiciales  que  han  ido  definiendo 
las  diversas  jurisdicciones  de  sus  asambleas 
locales,  ya  entre  sí,  ya  con  sus  gobernado- 
res, y  e¡sO  que  la  gran  descentralización,  los 
antecedentes  de  la  historia  canadiense  y  la 
libertad  comercial  simplifican  considerable- 
mente las  relaciones  de  ambos  paires. 

Pero  la  excelencia  del  sistema  consiste  en 
que,  cuando  semejantes  casos  ocurran,  y 
más  si  han  de  ser  frecuentes,  la  ponderación 
de  poderes,  tanto  dentro  de  la  constitución 
colonial  como  en  bis  relaciones  con  la  Me- 
trópoli sea  tal,  que  siempre  quepa  el  reme- 
dio que  nunca  falten  términos  de  inteligen- 
cia y  que  en  ninguna  ocasión  deje  de  hallar- 
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se  un  terreno  común  en  el  cual,  ó  se  armo- 
nicen los  intereses,  ó  se  resuelvan  sus  anta- 
gonismos, ó  se  inclinen  las  voluntades  ante 
la  decisión  de  los  tribunales. 

Si,  pues,  los  derechos  que  la  Constitución 
reconoce  á  los  ciudadanos  fueren  violados, 
ó  sus  intereses  dañados  por  los  ayuntamien- 
tos y  diputaciones,  que  son,  á  su  vez,  dentro 
del  .sistema,  completamente  autónomas,  los 
tribunales  de  justicia  lo  defenderán  y  am- 
pararán: si  se  exceden  en  su  facultades  las 
corporaciones,  ó  si,  por  el  contrario,  el  po- 
der ejecutivo  pretender  disminuir  lo  que  la 
Constitución  del  reino  ó  las  disposiciones  de 
este  decreto  declaran  atribuciones  propias 
de  los  ayuntamientos  ó  de  las  corporaciones 
provinciales.,  el  agraviado  tiene  recursos 
que  entablar  ante  los  tribunales  de  la  isla, 
y  en  último  término  ante  el  Supremo,  al 
cual  corresponderá  dirimir  las  competencias 
de  jurisdicción  entre  el  gobernador  general 
y  el  parlamento  colonial  cualquiera  que  sea, 
el  que  las  suscite;  que  ambos  tendrán  igual 
personalidad  para  acudir  en  queja  y  para 
buscar  reparación  legal  á   sus  agravios. 

De  este  modo  cuantas  dificultades  nazcan 
de  la  implantación  del  sistema  ó  surjan  de 
su  ejercicio,  serán  resueltas  por  los  tribuna- 
les, cuya  lia  sido  desde  la  antigua  Roma 
hasta  la  moderna  Inglaterra  la  fuente  más 
progresiva  de  derecho  y  el  procedimiento 
más  flexible  para  armonizar  las  crecientes 
exigencias  de  la  vida  real  y  las  lentitudes 
de  la  legislación. 

De  esta  manera,  la  Constitución    autonó- 
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mica  que  el  gobierno  propone  paralas  islas 
de  Cuba  y  Puerto  Eico,  no  es  exótica,  ni 
copiada,  ni  imitada:  es  una  organización 
propia,  por  los  españoles  antillanos  concebi- 
da, y  predicada,  por  el  partido  liberal  gus- 
tosamente inscrita  en  su  programa  para  que 
la  nación  supiera  lo  que  de  él  podía  espe- 
rar al  recibir  el  poder,  y  que  se  caracteriza 
por  un  rasgo  que  ningún  régimen  colonial 
ha  ofrecido  hasta  ahora:  el  de  que  las  An- 
tillas puedan  ser  completamente  autónomas, 
en  el  sentido  más  amplio  de  la  palabra,  y  al 
propio  tiempo  tener  representación  y  formar 
parte  del  Parlamento  nacional.  De  suerte 
que,  mientras  los  representantes  del  pueblo 
insular  gobiernan  desde  sus  Cámaras  loca- 
les los  intereses  propios  y  especiales  de  su 
país,  otros,  elegidos  por  el  mismo  pueblo, 
asisten  y  cooperan  en  las  Cortes  á  la  forma- 
ción de  las  leyes,  en  cuyo  molde  se  forman 
y  se  van  compenetrando  y  unificando  los 
diferentes  elementos  de  la  nacionalidad  es- 
pañola. Y  no  es  esta  pequeña  ni  escasa 
ventaja,  menos  aun  motivo  para  extrañe/a, 
como  quizás  alguno  pudiera  sentirla,  porque 
esta  presencia  de  los  diputados  antillanos 
en  las  Cortes  es  un  lazo  estrechísimo  de  la 
nacionalidad  que  se  levanta  sobre  todas  las 
unidades  que  en  su  seno  viven,  solicitado 
hoy,  como  uno  de  Jos  mayores  progresos 
políticos  de  nuestros  días,  por  las  colonias 
autónomas  inglesas,  ansiosas  de  participar 
dentro  del  Parlamento  imperial  de  la  su- 
prema funci<',ii  de  legisladores  y  directores 
del  gran  imperio  británico. 
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Esta  forma,  pues,  característica  del  siste- 
ma que  España  adopta,  al  par  que  le  da 
sentido  propio,  significa,  si  no  un  progreso 
de  los  que  el  tiempo  engendra,  una  venta- 
ja que  las  circunstancias  nos  deparan,  en 
justa  compensación  de  las  inmensas  triste- 
zas que  nuestra  historia  colonial  registra. 

Reconoce  el  gobierno  francamente  que 
para  el  éxito  de  su  obra  hubiera  sido  me- 
jor la  pública  discusión  en  el  Parlamento  y 
el  análisis  de  la  opinión  en  la  prensa,  en  la 
cátedra  y  en  el  libro-,  pero  no  es  culpa  suya, 
como  no  lo  fué  del  anterior  gobierno,  si  la 
angustia  de  las  circunstancias  le  obliga  á 
prescindir  de  tan  preciosa  garantía.  Pero 
si  el  partido  que  hoy  sirve  desde  el  gobier- 
no los  intereses  de  la  Corona  y  del  país  no 
vaciló  un  momento  en  aprobar  en  su  día  la 
iniciativa  del  partido  conservador,  ni  en 
votarle  la  indemnidad  que  solicitó  de  las 
Cortes,  hoy,  que  las  circunstancias  agobian 
con  mayor  pesadumbre,  derecho  tiene  á  es- 
perar que  la  opinión  apruebe  hoy  su  con- 
ducta y  que  mañana  le  absuelvan  las  Cor- 
tes. 

Por  esta  razón  no  vacila  en  arrostrar  la 
responsabilidad;  intenta  ponerlo  inmediata- 
mente en  ejercicio  y  llevar  á  la  práctica 
las  soluciones  que  implica  el  presente  decreto 
con  la  misma  sinceridad  con  que  lo  ha  for- 
mulado y  redactado,  alejando  hasta  la  sos- 
pecha de  que  pudiera  haber  indecisión  en 
su  conducta  ó  reservas  en  sus  promesas. 
Que  si  el  régimen  hubiera  de  flanquear  en 
la  práctica  por  falta  de  buena  fe  en  alguno, 
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nunca  será,  tenemos  orgullo  en  proclamar- 
lo, por  culpa -de  Jos  hombres  á  quienes  ante 
todo  anima  el  noble  deseo  de  pacificar  la 
patria. 

Con  esto  cree  el  gobierno  que  ha  dicho 
cuanto  era  indispensable  para  que  se  cono- 
ciera la  génesis,  la  inspiración  y  el  carácter 
del  proyeto  que,  estableciendo  en  Cuba  y 
Puerto  Rico  el  régimen  autonómico  somete 
á  V.  M.  A  los  que  están  familiarizados  con 
la  lectura  de  la  Constitución  de  la  monar- 
quía, no  les  ofrecerá  seguramente  gran  di- 
ficultad la  del  proyecto,  pues  á  su  sistema 
orgánico,  ala  distribución  desús  títulos  y 
hasta  á  su  redacción,  se  lia  ajustado  el  go- 
bierno en  cuanto  le  ha  sido  posible. 

Las  modificaciones  de  los  artículos  cons- 
titucionales son  accesorias  y  circunstancia- 
Jes:  las  adiciones  responden  á  su  especiali- 
dad y  van  encaminadas  á  la  eficacia  de  mis 
uisposiciones  y  á  la  facilidad  de  su  ejecu- 
ción. 

Seguramente  algo  quedará  por  hacer  y 
algo  necesitará  reformarse:  ya  lo  irán  mos- 
trando á  un  tiempo  la  defensa  y  la  censu- 
ra que  de  sus  disposiciones  se  haga,  y  ya 
se  irá  aquilatando  lo  que  la  una  y  la  otra 
tengan  de  fundado,  permitiendo  incorporar 
lo  bueno  en  el  proyecto  y  descartar  lo  que 
no  responda  á  sus  Meas  fundamentales  cuan- 
do llegue  el  momento  de  recibir  la  sanción 
de  las  Cortes. 

Entiéndase,  sin  embargo,  que  el  gobier- 
no no  retirará  de  él,  ni  consentirá  se  retire, 
nada  de  Jo  que  son  libertades,   garantías  y 
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privilegios  coloniales,  porque  pronto  á  com- 
pletar la  obra  ó  á  esclarecer  las  dudas,  no 
entiende  <|iie  al  presentarla  á  la  sanción 
parlamentaria    puedan    sufrir     disminución 

las  concesiones  hechas,  ni  podría  consentir- 
Jo  si  cuenta  con  la  mayoría  de  las  Cá  ir  aras. 

Pero  si  con  lo  dicho  queda  expuesto 
cuánto  el  gobierno  estima  necesario  para 
explicar  las  lineas  generales  del  decreto, 
todavía  juzga  indispensable,  por  razones 
fáciles  de  comprender,  fijar  el  sentido  de  los 
artículos  que  se  refieren  á  la  autonomía 
arrancelaria  y  á  la  deuda  que  pesa  sobre  el 
Tesoro  cubano. 

El  comercio  de  exportación  de  la  Penín- 
sula á  Cuba,  que  se  cifra  por  unos  treinta 
millones  de  pesos  anuales,  y  que  además 
da  lugar  á  combinaciones  de  importancia 
para  la  navegación  de  altura,  ha  estado  so- 
metido hasta  ahora  á  un  régimen  de  excep- 
ción incompatible  en  absoluto  con  el  princi- 
pio de  la  autonomía  colonial. 

Implica  éste  la  facultad  de  regular  las  con- 
diciones de  su  comercio  de  importación  y 
exportación  y  la  libre  administración  de  sus 
aduanas.  Negárselas  á  Cuba  ó  á  Puerto  Ri- 
co equivaldría  á  destruir  el  valor  de  los 
principios  sentados;  tratar  de  falsearlas,  se- 
ria incompatible  con  la  dignidadde  la  nación. 

Lo  que  al  gobierno  toca,  después  de  reco- 
nocer el  principio  en  toda  su  integridad,  es 
procurar  que  la  transición  se  haga  sin  sa- 
cudimientos ni  perjuicio  de  los  intereses  á 
la  sombra  del  antiguo  sistema  desarrollados, 
y  para  ello  preparar  una  inteligencia  con 
los  gobiernos  antillanos. 
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Porque  nunca  han  negado  los  defensores 
más  acérrimos  de  la  autonomía  la  disposi- 
ción de  aquellos  países  á  reconocer  en  favor 
de  la  industria  y  del  comercio,  genuinamen- 
te  nacionales,  un  margen  que  les  asegurase 
aquel  mercado. 

Así  lo  aseguraron  siempre  sus  represen- 
tantes en  Cortes,  y  asi  continúan  asegurán- 
dolo todos  los  partidos  de  la  isla  de  Cuba, 
según  manifestaciones  que  el  gobierno  tiene 
por  irrecusables.  Las  quejas  provenían,  no 
déla  existencia  de  derechos  diferenciales, 
sino  de  su  exageración,  que  impedia  á  las 
Antillas  asegurarse  los  mercados  que  nece- 
sitan para  sus  ricos  y  abundantes  produc- 
tos, y  de  la  falta  de  reciprocidad.  No  exis- 
tiendo, pues,  dificultades  invencibles,  hay 
derecho  á  decir  que  la  inteligencia,  más  que 
posible,  es  segura;  sobre  todo,  si  se  tiene  en 
cuenta  que  la  importación  peninsular  en 
Cuba  se  hace  en  unos  50  artículos  éntrelos 
400  que  tiene  el  arancel,  y  que  de  aquéllos, 
muchos,  por  su  carácter  especial  y  por  las 
costumbres  y  gustos  de  aquellos  naturales, 
no  pueden  jamás  temer  la  concurrencia  de 
sus  similares  extranjeros. 

No  deben,  pues,  alarmarse  los  industria- 
les de  la  Península,  y  con  ellos  los  navie- 
ros, ante  la  afirmación  de  una  autonomía 
que,  al  modificar  las  condiciones  en  que  se 
funda  el  arancel,  no  altera  los  fundamentos 
esenciales  de  las  relaciones  económicas  en- 
tre España  y  las  Antillas. 

Habrá,  sin  duda,  algunas  dificultades 
para  armonizar  ó  compensar  las  inevitables 
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diferencias  de  todo  cambio  de  régimen  mer- 
cantil; será  preciso,  combinar  de  alguna 
manera  ambos  Aranceles;  pero  ni  los  inte- 
reses cubanos  son  opuestos  á  los  peninsula- 
res, ni  está  en  el  interés  de  nadie  disminuir 
las  relaciones  mercantiles  entre  los  dos 
países. 

Si,  pues,  estuviera  ya  constituido  el  go- 
bierno insular,  y  si  con  él  hubiera  sido  po- 
sible convenir  un  sistema  de  relaciones  mer- 
cantiles, no  hubiera  tomado  esta  cuestión 
proporciones  que  no  tiene,  ni  habría  por 
qué  presagiar  ruinas  y  desgracias.  Los  he- 
chos impondrían  silencio  á  las  suposiciones. 
A  pesar  de  eso,  ha  creído  el  gobierno  que 
para  calmar  las  alarmas  debía  adelantarse 
á  los  acontecimientos  y  que  en  vez  de  de- 
jar la  resolución  de  la  cuestión  al  funcio- 
namiento natural  de  la  nueva  Constitución, 
convenía  fijar  desde  ahora  las  bases  de  las 
futuras  relaciones  mercantiles.  Y  al  hacer- 
lo, y  para  alejar  todo  motivo  de  desconfian- 
za, se  ha  adelantado  á  fijar  un  máximum  á 
los  derechos  diferenciales  que  podrán  obte- 
ner las  mercancías  peninsulares,  ofreciendo 
como  era  de  equidad,  el  mismo  tipo  á  los 
productos  insulares. 

Fija  ya  y  determinada  la  base  de  la  inte- 
ligencia, garantizado  el  principio  de  la  au- 
tonomía, establecida  de  manera  incuestiona- 
ble la  igualdad  de  facultades  en  el  procedi- 
miento que  ha  de  seguirse  y  conocido  el 
espíritu  que  anima  á  aquellos  insulares,  la 
negociación  será  fácil  y  sus  resultados  pro- 
vechosos á  ambas  partes. 
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En  cuanto  á  la  deuda  que  pesa  sobre  e 
Tesoro  cubano,  ya  directamente,  ya  por  la 
garantía  que  ha  dado  al  de  la  Península,  y 
que  éste  soporta  en  forma  análoga,  está 
fuera  de  duela  la  justicia  de  repartirla  equi- 
tativamente cuando  la  terminación  de  la 
guerra  permita  fijar  su  importe  definitivo. 

Ni  ha  de  ser  éste  tan  enorme,  así  debemos 
esperarlo,  que  represente  un  gravamen  in- 
soportable para  las  energías  nacionales,  ni 
la  nación  está  tan  falta  de  medios  que  pue- 
da asustarle  el  porvenir.  Un  país  que  ha 
dado  en  los  liltimos  meses  muestras  tan  ga- 
llardas de  virilidad  y  de  disciplima  social; 
un  territorio  como  el  de  Cuba,  que,  aun  en 
medio  de  sus  convulsiones  políticas  y  del 
apenas  interrumpido  guerrear  de  treinta 
años,  ha  producido  tan  considerable  rique- 
za, aún  cultivando  tan  sólo  una  pequeña 
parte  de  su  feracísimo  suelo,  y  que  lo  ha 
hecho  por  sus  solas  fuerzas;  con  escasas  ins- 
tituciones de  crédito;  luchando  con  los  azú- 
cares priviligiados;  cerrado  el  mercado 
americano  á  sus  tabacos  elaborados,  y 
transformando  al  propio  tiempo  en  libre  el 
trabajo  esclavo,  bien  puede  afrontar  sereno 
el  pago  de  sus  obligaciones  é  inspirar  con- 
fianza á  sus  acreedores. 

Por  eso,  á  juicio  del  gobierno,  importa 
pensar  desde  ahora,  más  que  en  el  reparto 
de  la  deuda,  en  el  modo  de  satisfacerla,  y 
si  fuera  posible,  de  extinguirla,  aplicando 
los  procedimientos  económicos  de  nuestra 
época  á  las  grandes  riquezas  que  el  suelo 
cubano  asegura  á  los  agricultores  y  el  sub- 
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suelo  á  los  mineros,  y  aprovechando  las  ex- 
traordinarias facilidades  que  al  comercio 
universal  ofrece  la  forma  insular  y  la  si- 
tuación geográfica  de  la  que,  no  sin  razón, 
se  ha  llamado  la  perla  de  las  Antillas.  Que 
si  sobre  estas  cosas  nada  puede  todavía  le- 
gislarse, conviene  tenerlas  muy  presentes  y 
dedicarlas  reflexión  atenta,  \a  que  á  otros, 
que  no  pueden  seguramente  ser  acusados 
de  visionarios  ni  de  ilusos,  les  ha  ocurrido 
aprovechar  tanto  g^ermen  de  riqueza,  no 
ciertamente  en  beneficio  de  España,  ni  para 
sostener  su  soberanía;  que  cuando  ellos 
lo  hacen,  sería  insensato  no  imitar  su  ejem- 
plo, y  no  convertir  en  rescate  del  pasado  y 
en  garantía  del  porvenir  lo  que  ha  sido  tal 
vez  incentivo  para  la  guerra  y  origen  en 
gran  parte  de  los  males  á  cuyo  remedio 
acudimos  ahora  con  tanto  empeño. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  go- 
bierno tiene  la  honra  de  someter  á  la  apro- 
bación de  V.  M,  el  adjunto  proyecto  de 
decreto. 

Madrid  25  de  noviembre  de  1897. — SE- 
ÑOEA:  A.  L.  R.  P.  de  V.  M.,  Práxedes  Ma- 
teo Sagasta. 


REAL.  DECRETO 

De  acuerdo  con  el  parecer  de  mi  Consejo 
de  ministros: 
En  nombre  de  mi  augusto  hijo  el  Rey  don 
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Alfonso  XIII,   y  como    Eeina  Regente  del 
reino, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 


TITULO     PRIMERO 

Del  gobierno  y  administración  de  las  islas 
de  Cuba  y   Puerto  Rico 

Artículo  Io  El  gobierno  y  administración 
de  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  se  regi- 
rá en  adelante  con  arreglo  á  las  siguientes 
disposiciones: 

Art.  2o  El  gobierno  de  cada  una  "de  las 
islas  se  compondrá  de  un  Parlamento  insu- 
lar, dividido  en  dos  Cámaras,  y  de  un  go- 
bernador general,  representante  de  la  Me- 
trópoli, que  ejercerá  en  nombre  de  ésta  la 
autoridad  suprema. 


TITULO   II 

De  las  Cámaras  insulares 

Art.  3o  La  facultad  de  legislar  sobre  los 
asuntos  coloniales  en  la  forma*  y  en  los  tér- 
minos marcados  por  las  leyes,  corresponde 
á  las  Cámaras  insulares  con  el  gobernador 
general. 

Art.  4o  La  representación  ^sular  se  com- 
pone de  dos  cuerpos  iguales  en  facultades: 
la  Cámara  de  representantes  y  el  Consejo 
de  Administración. 
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TÍTULO   III 

El  Consejo  de   administración 

gfÁrt.  5o  El  Consejo  se  compone  de  35  in- 
dividuos, de  los  cuales  18  serán  elegidos  en 
la  forma  indicada  en  la  ley  electoral,  y  los 
otros  17  serán  designados  por  el  Rey,  y  á  su 
nombre  por  el  gobernador  general,  entre 
los  que  reúnan  las  condiciones  enumeradas 
en  los  artículos  siguientes. 

Art.  6o  Para  tomar  asiento  en  el  Consejo 
de  administración  se  requiere:  ser  español; 
haber  cumplido  treinta  y  cinco  años;  haber 
nacido  en  la  isla  ó  llevar  en  ella  cuatro  años 
de  residencia  constante;  no  estar  procesado 
criminalmente;  hallarse  en  la  plenitud  de  los 
derechos  politicos;  no  tener  sus  bienes  in- 
tervenidos; poseer  con  dos  ó  más  años  de 
antelación  una  renta  propia  anual  de  4.000 
pesos  y  no  tener  participación  en  contratos 
con  el  gobierno  central  ó  con  el  de  la  isla. 

Los  accionistas  de  las  sociedades  anóni- 
mas no  se  considerarán  contratistas  del 
gobierno,  aun  cuando  lo  sean  las  socieda- 
des á  que  pertenezcan. 

Art.  7o  Podrán  ser  elegidos  ó  designados 
consejeros  de  Administración  los  que,  ade- 
más de  las  condiciones  señaladas  en  el  ar- 
ticulo anterior,  tengan  alguna  de  las  si- 
guientes: 

Ia  Ser  ó  haber  sido  senador  del  reino,  ó 
tener  las  condiciones  que  para  ejercer  dicho 
cargo  señala  el  titulo  3o  de  la  Constitución 
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2a  Haber  desempeñado  durante  dos  años 
alguno  de  los  cargos  que  á  continuación  se 
expresa: 

Presidente  ó  fiscal  de  la  Audiencia  preto- 
rial de  la  Habana; 

Eector  de  la  Universidad  de  la  misma; 

Consejero  de  Administración  del  antiguo 
Consejo  de  este  nombre; 

Presidente  de  la  Cámara  de  Comercio  de 
la  Capital; 

Presidente  de  la  Sociedad  Económica  de 
Amigos  del  País  de  la  Habana; 

Presidente  del  Circulo  de  Hacendados; 

Presidente  de  la  Unión  de  Fabricantes  de 
Tabaco; 

Presidente  ele  la  Liga  de  Comerciantes, 
Industriales  y  Agricultores  de  Cuba; 

Decano  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados 
de  la  Capital: 

Alcalde  de  la  Habana;  Presidente  de  su 
Diputación  provincial  durante  dos  bienios, 
ó  Presidente  de  una  Diputación  provincial 
durante  tres; 

Deán  de  cualquiera  de  los  dos  cabildos 
catedrales. 

3a  Podrán  ser  igualmente  elegidos  ó  de- 
signados los  propietarios  que  figuren  en  la 
lista  de  los  50  mayores  contribuyentes  por 
territorial,  ó  en  la  de  los  50  primeros  por 
comercio,  profesiones,  industria  y  artes. 

Art.  8o  El  nombramiento  de  los  conse- 
jeros que  la  corona  designe  se  hará  por  de- 
cretos especiales,  en  los  cuales  se  expresará 
siempre  el  titulo  en  que  el  nombramiento 
se  funda. 
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Los  consejeros  así  nombrados  ejercerán  el 
cargo  durante  su  vida. 

Los  consejeros  electivos  se  renovarán  por 
mitad  cada  cinco  años,  y  en  totalidad  cuan- 
do el  gobernador  general  disuelva  el  Con- 
sejo de  Administración. 

Art.  9o  Las  condiciones  necesarias  para 
ser  nombrado  ó  elegido  consejero  de  Admi- 
nistración podrán  variarse  por  una  ley  del 
reino,  á  petición  ó  propuesta  de  las  Cáma- 
ras insulares. 

Art.  10.  Los  consejeros  de  Administra- 
ción no  podrán  admitir  empleo,  ascenso  que 
no  sea  de  escala  cerrada,  titulos  ni  condeco- 
ración mientras  estuviesen  abiertas  las  se- 
siones; pero  tanto  el  gobierno  local  como  el 
central,  podrán  conferirles  dentro  de  sus 
respectivos  empleos  ó  categorías  las  comi- 
siones que  exija  el  servicio  público. 

Exceptúase  de  lo  dispuesto  en  los  párra- 
fos anteriores  el  cargo  de  secretario  del 
despacho. 


TITULO  IV 

De  la  Cámara  de  Representantes 

Art.  11.  La  Cámara  de  Representantes 
se  compondrá  de  los  que  nombren  las  juntas 
electorales  en  la  forma  que  determina  la  ley 
y  en  la  proporción  de  uno  por  cada  25.000 
habitantes. 

Art.  12.  Para  ser  elegido  representante 
se  requiere   ser   español,  de   estado  seglar, 
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mayor  de  edad,  gozar  de  todos  los  derechos 
civiles,  ser  nacido  en  la  isla  de  Cuba  ó  lle- 
var cuatro  años  de  residencia  en  ella  y  no 
hallarse  procesado  criminalmente. 

Art.  13.  Los  representantes  serán  elegi- 
dos por  cinco  años,  y  podrán  ser  reelegidos 
indefinitivamente. 

La  Cámara  insular  determinará  con  que 
clase  de  funciones  es  incompatible  el  cargo 
de  representante  y   los  casos  de    reelección. 

Art.  14.  Los  representantes  á  quienes  el 
gobierno  central  ó  el  local  confieran  pen- 
sión, empleo,  ascenso  que  no  sea  de  escala 
cerrada,  comisión  con  sueldo,  honores  ó  con- 
decoraciones, cesarán  en  su  cargo  sin  nece- 
sidad de  declaración  alguna,  si  dentro  de 
los  quince  días  inmediatos  á  su  nombra- 
miento no  participan  á  la  Cámara  la  renun- 
cia de  la  gracia. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  no 
comprende  á  los  representantes  que  fueren 
nombrados  secretarios  del  despacho. 


tituto  v 

De  la  manera  de  funcionar   las    Cámaras 
insulares  y  de  las  relaciones  entre  ambas. 

Art.  15.  Las  Cámaras  se  reúnen  todos 
los  años.  Corresponde  al  Eey,  y  en  su  nom- 
bre al  gobernador  general,  convocarlas, 
suspender,  cerrar  sus  sesiones  y  disolver 
separada  ó  simultáneamente  la  Cámara  de 
Representantes  y  el  Consejo  de  administra- 
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ción,  con  la  obligación  de  convocarlas  de 
nuevo  ó  de  removerlas  dentro  de  tres 
meses. 

Art.  16.  Cada  uno  de  los  Cuerpos  Cole- 
gisladores formará  su  respectivo  reglamen- 
to, y  examinará  asi  las  calidades  de  los  in- 
dividuos que  lo  componen,  como  la  legali- 
dad de  su  elección. 

Mientras  la  Cámara  de  Representantes 
y  el  Consejo  de  administración  no  hayan 
aprobado  su  reglamento,  se  regirán  por  el 
del  Congreso  de  los  Diputados  ó  por  el  del 
Senado  respectivamente. 

Art.  17.  Ambas  Cámaras  nombrarán  su 
presidente,  vicepresidentes  y  secretarios. 

Art.  18.  No  podrá  estar  reunido  uno  de 
los  dos  Cuerpos  Colegisladores  sin  que  tam- 
bién lo  esté  el  otro. 

Exceptúase  el  caso  en  que  el  Consejo  de 
Administración  ejerza  funciones  judiciales. 

Art.  19.  Las  Cámaras  insulares  no  pue- 
den deliberar  juntas  ni  en  presencia  del 
gobernador  general. 

Sus  sesiones  serán  públicas,  aun  cuando 
en  los  casos  que  exijan  reserva  podrá  cada 
una  celebrar  sesión  secreta. 

Art.  20.  Al  gobernador  general,  por  medio 
de  los  secretarios  del  despacho,  corresponde, 
lo  mismo  que  á  cada  una  de  las  dos  cáma- 
ras, la  iniciativa  y  proposición  de  los  esta- 
tutos coloniales. 

Art.  21.  Los  estatutos  coloniales  sobre 
contribuciones  y  crédito  público,  se  presen- 
tarán primero  á  la  Cámara  de  Representan- 
tes. 


Art.  22.  Las  resoluciones  en  onda  uno  de 
los  Cuerpos  Colegisladores  se  toman  por  plu- 
ralidad de  votos;  pero  para  votar  acuerdos 
de  carácter  legislativo  se  requiere  la  presen- 
cia de  la  mitad  más  uno  del  número  total  de 
individuos  que  lo  componen.  Bastará,  sin 
embargo,  para  deliberar  la  presencia  de  la 
tercera  parte  de  los  miembros. 

Art.  23.  Para  q  e  una  resolución  se  en- 
tienda votada  por  el  Parlamento  insular, 
será  preciso  que  haya  sido  aprobada  en 
iguales  términos  por  la  Cámara  de  Empre- 
sentantes y  por  el  Cornejo  de  Administra- 
ción. 

Art.  24.  Los  Estatutos  coloniales,  una  vez 
aprobados  en  la  forma  prescripta  en  el  ar- 
ticulo anterior,  se  presentarán  al  goberna- 
dor general  por  las  mesas  de  las  Cámaras 
respectivas  para  su  sanción  y  promulga- 
ción. 

Art.  25.  Los  Consejos  de  Administración 
y  los  individuos  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes son  inviolables  por  sus  opiniones  y 
votos  en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Art.  26.  Los  consejeros  de  administración 
no  podrán  ser  procesados  ni  arrestados  sin 
previa  resolución  del  Consejo,  sino  cuando 
sean  hallados  in  fraganti  ó  cuando  el  Conse- 
jo no  se  halle  reunido;  pero,  en  todo  caso,  se 
dará  cuenta  á  este  cuerpo  lo  más  pronto  posi- 
ble para  que  determine  lo  que  corresponda 
Tampoco  podrán  los  representantes  ser  pro- 
cesados ni  arrestados  durante  las  sesiones 
sin  permiso  de  la  Cámara,  á  no  ser  hallados 
in  fraganti-,  pero  en   este   caso,  y  en  el  de 
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ser  procesados  ó  arrestados  cuando  estuvie- 
ren cerradas  las  Cámaras,  se  dará  cuenta  lo 
más  pronto  posible  á  la  de  Representantes 
para  su  conocimiento  y  resolución,  la  Au- 
diencia pretorial  de  la  Habana  conocerá  de 
las  causas  criminales  contra  los  consejeros  y 
representantes  en  los  casos  y  en  la  forma 
que  determinen  los  Estatutos  coloniales. 

Art.  27.  Las  garantías  consignadas  en  el 
artículo  anterior  no  se  aplicarán  á  los  casos 
en  que  el  consejero  representante  se  declare 
autor  de  artículos,  libros,  folletos  ó  impresos 
de  cualquier  clase  en  los  cuales  se  invite  ó 
provoque  á  la  sedición  militar,  se  injurie  ó 
calumnie  al  gobernador  general  ó  se  ataque 
á  la  integridad  nacional. 

Art.  28.  Las  relaciones  entre  las  dos  Cá- 
maras se  regularán,  mientras  otra  cosa  no 
se  disponga,  por  la  ley  de  relaciones  entre 
ambos  Cuerpos  Colegisladores  de  19  de  julio 
de  1837. 

Art.  29.  Además  de  la  potestad  legislativa 
colonial,  corresponde  á  las  Cámaras  insu- 
lares: 

Io  Recibir  al  gobernador  general  el  ju- 
ramento de  guardar  la  ConstUnción  y  las 
leyes  que  garantizan  la  autonomía  de  la 
colonia. 

2o  Hacer  efectiva  la  responsabilidad  de 
los  secretarios  del  despacho,  los  cuales,  cuan- 
do sean  acusados  por  la  Cámara  de  repre- 
sentantes, serán  juzgados  por  el  Consejo  de 
administración. 

3o  Dirigirse  al  gobierno  central  por  me- 
dio del  gobernador  general  para  proponerle 
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la  derogación  ó  modificación  de  las  leyes 
del  reino  vigentes,  para  invitarle  á  presen- 
tar proyectos  de  ley  sobre  determinados 
asuntos  ó  para  pedirle  resoluciones  de  ca- 
rácter ejecutivo  en  los  que  interesen  á  la 
colonia. 

Art.  30.  En  todos  los  casos  en  que,  á  jui- 
cio del  gobernador  general,  los  intereses 
nacionales  puedan  ser  afectados  por  los  es- 
tatutos coloniales,  precederá  á  la  presenta- 
ción de  los  proyectos  de  iniciativa  ministe- 
rial su  comunicación  al  gobierno  central. 

Si  el  proyecto  naciera  de  la  iniciativa 
parlamentaria,  el  gobierno  colonial  reclama- 
rá el  aplazamiento  de  la  discusión  hasta  que 
el  gobierno  central  haya  manifestado  su 
juicio. 

En  ambos  casos  la  correspondencia  que 
mediare  entre  los  dos  gobiernos  se  comuni- 
cará á  las  Cámaras  y  se  publicará  en  la 
Gaceta. 

Art.  31.  Los  conflictos  de  jurisdicción  en- 
tre las  diferentes  asambleas  municipales, 
provinciales  é  insular,  ó  con  el  poder  ejecu- 
tivo, que  por  su  índole  no  fueran  referidos 
al  gobierno  central,  se  someterán  á  los  tri- 
bunales de  justicia,  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones del  presente  decreto. 

título  vi 
De  las  facultades  del  Parlamento   insular 

Art.  32.  Las  Cámaras  insulares  tienen  fa- 
cultad  para    acordar    sobre  todos  aquellos 
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puntos  que  no  hayan  sido  especial  y  taxa- 
tivamente reservados  á  las  Cortes  del  reino 
ó  al  gobierno  central,  según  el  presente  de- 
creto ó  lo  que  en  adelante  se  dispusiere, 
con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  2o 
adicional. 

En  este  sentido,  y  sin  que  la  enumeración 
suponga  limitación  de  sus  facultades,  les  co- 
rresponde estatuir  sobre  cuantos  asuntos  y 
materias  incumben  á  los  ministerios  de  Gra- 
cia y  Justicia,  Gobernación,  Hacienda  y  Fo- 
mento en  sus  tres  aspectos  de  Obras  públi- 
cas, Instrucción  y  Agricultura. 

Les  corresponde  además  el  conocimiento 
privativo  de  todos  aquellos  asuntos  de  ín- 
dole puramente  local  que  afecten  principal- 
mente al  territorio  colonial,  y  en  este  senti- 
do podrán  estatuir  sobre  la  organización 
administrativa,  sobre  división  territorial, 
provincial,  municipal  ó  judicial;  sobre  sani- 
dad marítima  y  terrestre;  sobre  crédito  pú- 
blico, Bancos  y  sistema  monetario. 

Estas  facultades  se  entienden  sin  perjui- 
cio de  las  que  sobre  las  mismas  materias  co- 
rrespondan, según  las  leyes,  al  poder  eje- 
cutivo colonial. 

Art.  33.  Corresponde  igualmente  al  Par- 
lamento insular  formar  los  reglamentos  de 
aquellas  leyes  votadas  por  las  Cortes  del 
reino  que  expresamente  se  le  confien.  En 
este  sentido  le  compete  muy  especialmente, 
y  podrá  hacerlo  desde  su  primera  reunión, 
estatuir  sobre  el  procedimiento  electoral, 
formación  del  censo,  calificación  de  los  elec- 
tores  y   manera    de   ejercitar    el    sufragio, 
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pero  sin  que  sus  disposiciones  puedan  afec- 
tar al  derecho  del  ciudadano,  según  1-  está 
reconocido  por  la  ley  electoral. 

Art.  34.  Aun  cuando  las  leyes  relativas 
á  la  administración  de  justicia  y  de  orga- 
nización de  los  tribunales  son  de  carácter 
general,  y  obligatorias,  por  tanto,  para  la 
colonia,  ei  Parlamento  colonial,  podrá,  con 
sujeción  á  ellas,  dictar  las  reglas  ó  proponer 
al  gobierno  central  las  medidas  que  faciliten 
el  ingreso,  conservación  y  ascenso  en  los 
tribunales  locales  de  los  naturales  déla  isla, 
ó  de  los  que  en  ella  ejerzan  la  profesión  de 
abogado. 

Al  gobernador  general  en  consejo  corres- 
ponden las  facultades  qu  ,  respecto  al  nom- 
bramiento de  los  funcionarios,  subalternos 
y  auxiliares  del  orden  judicial  y  demás 
asuntos  con  la  administración  de  justicia 
relacionados,  ejerce  hoy  el  ministro  de  Ul- 
tramar en  cuanto  á  la  isla  de  Cuba  se  refiere 

Art.  35.  Es  facultad  exclusiva  del  Parla- 
mento insular  la  formación  del  presupuesto 
local,  tanto  de  gastos  como  de  ingresos,  y 
del  de  ingresos  necesario  ¡iara  cubrir  la 
parte  que  á  la  isla  corresponde  en  el  presu- 
puesto nacional. 

Al  efecto,  el  gobernador  general  presen- 
tará á  las  Cámaras,  antes  del  mes  de  enero 
de  cada  año,  el  presupuesto  correspondien- 
te al  ejercicio  siguiente,  dividido  en  dos 
partes:  la  primera  contendrá  los  ingresos 
necesarios  para  cubrir  los  gastos  de  la  sobe- 
ranía; la  segunda,  los  gastos  é  ingresos 
propios  de  la  administración  colonial. 
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Ninguna  de  las  dos  Cámaras  podrá  pasar 
á  deliberar  sobre  el  presupuesto  colonial 
sin  haber  votado  definitivamente  la  parte 
referente  á  los  gastos  de  soberanía. 

Art.  36.  A  las  Cortes  del  reino  corres- 
ponde determinar  cuáles  hayan  de  conside- 
rarse por  su  natura  eza  gastos  obligatorios 
inherentes  á  la  soberanía  y  fijar  además 
cada  tres  años  su  cuantía  y  los  ingresos 
necesarios  para  cubrirlos,  salvo  siempre  el 
derecho  de  las  mismas  Cortes  para  alterar 
esta  disposición. 

Art.  37.  La  negociación  de  los  Trata- 
dos de  comercio  que  afecten  á  la  isla  de 
Cuba,  bien  se  deban  á  la  iniciativa  del  go- 
bierno insular,  bien  á  la  del  gobierno  cen- 
tral, se  llevará  siempre  por  éste,  auxiliado 
en  ambos  casos  por  delegados  especiales  de- 
bidamente autorizados  por  el  gobierno  co- 
lonial, cuya  conformidad  con  lo  convenido 
se  hará  constar  al  presentarlos  á  las  Cortes 
del  reino. 

Estos  Tratados,  si  por  ellas  fueren  apro- 
bados, se  publicarán  como  leyes  del  reino,  y 
como  tales  regirán  en  el  territorio  insular. 

Art.  38.  Los  Tratados  de  comercio  en 
cuya  negociación  no  hubiese  intervenido 
el  gobierno  insular,  se  le  comunicarán  en 
cuanto  fueren  leyes  del  reino,  á  fin  de  que 
pueda  en  un  período  de  tres  meses  decla- 
rar si  desea  ó  no  adherirse  á  sus  estipula- 
ciones. En  caso  afirmativo,  el  gobernador 
general  lo  publicará  en  la  Gacela  como  Es- 
tatuto colonial. 

Art.  39.  Corresponderá  también  al  Parla- 
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designación  de  los  derechos  que  hayan  de 
pagar  las  mercancías,  tanto  á  su  importa- 
ción en  el  territorio  insular  como  á  la  ex- 
portación del  mismo. 

Art.  40.  Como  transición  del  régimen 
actual  al  que  ahora  se  establece,  y  sin  per- 
juicio de  lo  que  puedan  convenir  en  su  dia 
los  dos  gobiernos,  las  relaciones  mercantiles 
entre  la  Península  y  la  isla  de  Cuba  se  regi- 
rán por  las  siguientes  disposiciones: 

Ia  Ningún  derecho,  tenga  ó  no  carácter 
fiscal,  y  establézcase  para  la  importación  ó 
la  exportación,  podrá  ser  diferencial  en 
perjuicio  de  la  producción  insular  ó  penin- 
sular. 

2o  Se  formará  por  los  dos  gobiernos  una 
lista  de  artículos  de  procedencia  nacional 
directa,  á  los  cuales  se  le  señalará  de  co- 
mún acuerdo  un  derecho  diferencial  sobre 
sus  similares  de  procedencia  extranjera. 

En  otra  lista  análoga,  formada  por  igual 
procedimiento,  se  determinarán  los  produc- 
tos de  procedencia  insular  directa  que  ha- 
brán de  recibir  trato  privilegiado  á  su  en- 
trada en  la  Península  y  el  tipo  de  los  dere- 
chos diferenciales. 

Este  derecho  diferencial  en  ningún  caso 
excederá  para  ambas  procedencias  del  35 
por  100. 

Si  en  la  formación  de  ambas,  listas  y  en 
la  fijación  de  ios  derechos  protectores  hu- 
biera conformidad  entre  los  dos  gobiernos, 
las  listas  se  considerarán  definitivas  y  se 
pondrán  desde  luego   en  vigor.  Si  hubiere 
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discrepancia,  se  someterá  la  resolución  del 
punto  litigioso  á  una  comisión  de  diputados 
del  reino,  formada  por  iguales  partes  de 
cubanos  y  peninsulares.  Esta  comisión  nom- 
brará su  presidente:  si  sobre  su  nombra- 
miento no  se  llegara  aun  acuerdo,  presidirá 
el  de  más  edad.  El  presidente  tendrá  voto 
de  calidad. 

3a  Las  tablas  de  valoración  relativas  á 
los  artículos  enumerados  en  las  dos  listas 
mencionadas  en  el  número  anterior  se  fija- 
rán de  común  acuerdo,  y  se  revisarán  con- 
tradictoriamente cada  dos  años  Las  modi- 
ficaciones que  en  su  vista  proceda  hacer  en 
los  derechos  arancelarios  se  llevarán  desde 
luego  á  cabo  por  los  respectivos  gobiernos. 

TÍTULO   VII 

Del  gobernador  general 

Art.  41.  El  gobierno  supremo  de  la  colo- 
nia se  ejercerá  por  un  gobernador  general, 
nombrado  por  el  Rey,  á  propuesta  del  Con- 
sejo de  ministros.  En  este  concepto  ejercerá 
como  vicerreal  patrono  las  facultades  inhe- 
rentes al  patronato  de  Indias;  tendrá  el 
mando  superior  de  todas  las  fuerzas  arma- 
das de  mar  y  tierra  existentes  en  la  isla; 
será  delegado  de  los  ministerios  de  Estado, 
Guerra,  Marina  y  Ultramar;  le  estarán 
subordinadas  todas  las  demás  autoridades 
de  la  isla,  y  será  responsable  de  la  conser- 
vación del  orden  y  de  la  seguridad  de  la 
colonia. 


-  80- 

El  gobernador  general,  antes  de  hacerse 
cargo  de  su  destino,  prestará  en  manos 
del  Rey  el  juramento  de  cumplirlo  fiel  y 
lealmente. 

Art.  42.  El  gobernador  general,  como  re- 
presentante de  la  nación,  ejercerá  por  si,  y 
auxiliado  por  su  secretaría,  todas  las  fun- 
ciones indicadas  en  el  articulo  anterior  y  las 
que  puedan  corresponderle  como  delegado 
directo  del  rey  en  los  asuntos  de  carácter 
nacional. 

Corresponde  al  gobernador  general,  como 
representante  de  la  Metrópoli: 

Io  Designar  libremente  los  empleados  de 
su  secretaria. 

2o  Publicar,  ejecutar  y  hacer  que  se  eje- 
cuten  en  la  isla  las  leyes,  decretos,  trata- 
dos, convenios  internacionales  y  demás  dis- 
posiciones emanadas  del  poder  legislativo, 
asi  como  los  decretos,  Reales  ordenes  y 
demás  disposiciones  emanadas  del  poder 
ejecutivo  y  que  le  fueren  comunicadas  por 
los  ministerios  de  que  es  delegado. 

Cuando,  á  su  juicio  y  al  de  sus  secretarios 
del  despacho,  las  resoluciones  del  gobierno 
de  Su  Majestad  pudieran  causar  daños  á  los 
intereses  generales  de  la  nación  ó  á  los  es- 
peciales de  la  isla,  suspenderá  su  publicación 
y  cumplimiento,  dando  cuenta  de  ello  y  de 
las  causas  que  motiven  su  resolución  al  mi- 
nisterio respectivo. 

3o  Ejercer  la  gracia  de  indulto  á  nombre 
del  Rey,  dentro  de  los  limites  que  especial- 
mente se  le  hayan  señalado  en  sus  instruc- 
ciones y  suspender  las   ejecuciones  de  pena 
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capital  cuando  la  gravedad  de  las  circuns- 
tancias lo  exigiesen,  ó  la  urgencia  no  diese 
lugar  á  solicitar  y  obtener  de  Su  Majestad 
el  indulto,  oyendo  en  todo  caso  el  parecer 
de  sus  secretarios  del  despacho. 

4o  Suspender  las  garantías  expresadas  en 
los  artículos  -4°,  5o,  6o  y  9o,  y  párrafos  pri- 
mero, segundo  y  tercero  del  artículo  13  de 
la  Constitución  del  Estado,  aplicar  la  legis- 
lación de  orden  público  y  tomar  cuantas 
medidas  crea  necesarias  para  conservar  la 
paz  en  el  interior  y  la  seguridad  en  el  ex- 
terior del  territorio  que  le  está  confiado, 
oyendo  previamente  al  Consejo  de  secreta- 
rios. 

5o  Cuidar  de  que  en  la  colonia  se  admi- 
nistre pronta  y  cumplidamente  la  justicia, 
que  se  administrará  siempre  en  nombre  del 
Rey. 

6o  Comunicar  directamente  sobre  nego- 
cios de  política  exterior  con  los  representan- 
tes, agentes  diplomáticos  y  cónsules  de  Es- 
paña en  América. 

La  correspondencia  de  este  género  se  co- 
municará íntegra  y  simultáneamente  al  mi- 
nisterio de  Estado. 

Art.  43.  Corresponde  al  gobernador  gene- 
ral, como  autoridad  superior  de  la  colonia  y 
jefe  de  su  administración: 

Io  Cuidar  de  que  sean  respetados  y  am- 
parados los  derechos,  facultades  y  privile- 
gios reconocidos  ó  que  en  adelante  se  reco- 
nozcan á  la  administración  colonial. 

2o  Sancionar  y  publicar  los  acuerdos  del 
Parlamento  insular,  los  cuales  le  serán  so- 
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metidos  por  el  presiden  te  ysecretario  de  las 
Cámaras  respectivas. 

Cuando  el  gobernador  general  entienda 
que  un  acuerdo  del  Parlamento  insular 
extralimita  sus  facultades,  atenta  á  los 
derechos  de  los  ciudadanos  reconocidos  en 
el  titulo  Io  de  la  Constitución,  ó  á  las  ga- 
rantías que  para  su  ejercicio  les  han  señala- 
do las  leyes,  ó  compromete  los  intereses  de 
la  colonia  ó  del  Estado,  remitirá  el  acuerdo 
al  Consejo  de  ministros  del  reino,  el  cual, 
en  un  período  que  no  excederá  de  dos 
meses,  lo  aprobará  ó  devolverá  al  goberna- 
dor general,  exponiendo  los  motivos  que 
tenga  para  oponerse  á  su  sanción  y  promul- 
gación. El  Parlamento  insular,  en  vista  de 
estas  razones,  podrá  volver  á  deliberar 
sobre  el  asunto  y  modificarlo,  si  así  lo  estima 
conveniente,  sin  necesidad  de  proposición 
especial. 

Si  transcurrieran  dos  meses  sin  que  el  go- 
bierno central  hubiera  manifestado  su  opi- 
nión sobre  un  acuerdo  de  las  Cámaras  que 
le  hubiere  sido  transmitido  por  el  goberna- 
dor general,  éste  procederá  á  su  sanción  y 
promulgación. 

3°  Nombrar,  suspender  y  separar  á  los 
empleados  de  la  administración  colonial,  á 
propuesta  de  los  respectivos  secretarios  del 
despacho  y  con  sujeción  á  las  leyes. 

4o  Nombrar  y  separar  libremente  los  se- 
cretarios del  despacho. 

Art.  44.  Ningún  mandato  del  gobernador 
general,  en  su  carácter  de  representante  y 
jefe  de  la  colonia,  puede  llevarse  á  efecto  si 
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no  está  refrendado  por  un  secretario  del 
despacho,  que  por  este  sólo  hecho  se  hace 
de  él  responsable. 

Art.  45.  Las  secretarias  del  despacho  serán 
cinco: 

Gracia  y  Justicia  y  Gobernación. 

Hacienda. 

Instrucción  pública. 

Obras  públicas  y  Comunicaciones. 

Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

La  presidencia  corresponderá  al  secreta- 
rio que  designe  el  gobernador  general,  el 
cual  podrá  también  nombrar  un  presidente 
sin  departamento  determinado. 

El  aumento  ó  disminución  de  las  secreta- 
rias del  despacho,  asi  como  la  determinación 
de  los  asuntos  qne  á  cada  uno  correspondan, 
pertenece  al  parlamento  insular. 

Art.  46.  Los  secretarios  del  despacho  pue- 
den ser  individuos  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes ó  del  consejo  de  administración, 
y  tomar  parte  en  las  discuciones  de  ambos 
cuerpos;  pero  sólo  tendrán  voto  en  aquel  á 
que  pertenezcan. 

Art.  47.  Los  secretarios  del  despacho  se- 
rán responsables  de  sus  actos  ante  las  Cáma- 
ras insulares. 

Art.  48.  El  gobernador  general  no  podrá 
modificar  ó  revocar  sus  propias  providencias 
cuando  hubiesen  sido  confirmadas  por  el  go- 
bierno, fueren  declaratorias  de  derechos, 
hubieren  servido  de  base  á  sentencia  judi- 
cial ó  contencioso-administrativa,  ó  versa- 
sen sobre  su  propia  competencia. 

Art.  49.  El  gobernador  general  no  podrá 
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hacer  entrega  de  su  cargo  al  ausentarse  de 
la  isla  sin  expreso  mandato  del  gobierno.  En 
casos  de  ausencia  de  la  capital  que  le  impi- 
dieran despachar  los  asuntos  ó  de  imposibili- 
dad de  ejercerlo,  podrá  designar  la  persona 
ó  personas  que  hubieren  de  sustituirle,  si  el 
gobierno  no  lo  hubiese  hecho  de  antemano, 
ó  si  en  sus  instrucciones  no  estuviera  previs- 
to el  modo  de  hacer  la  sustitución. 

Art.  50.  El  Tribunal  Supremo  conocerá  en 
única  instancia  de  las  responsabilidades 
definidas  en  el  Código  penal  que  se  impu- 
taren al  gobernador  general. 

De  las  responsabilidades  administrativas 
en  que  incurra  conocerá  el  Consejo  de  mi- 
nistros. 

Art.  51.  El  gobernador  general,  á  pesar 
de  lo  dispuesto  en  los  diferentes  artículos 
de  este  decreto,  podrá  obrar  por  sí  y  bajo 
su  responsabilidad,  sin  audiencia  de  sus  se- 
cretarios del  despacho  en  los  siguientes 
casos: 

Io  Cuando  se  trate  de  la  remisión  al  go- 
bierno de  los  acuerdos  de  las  Cámaras  insu- 
lares, especialmente  cuando  entienda  que 
en  ellos  se  atenta  á  los  derechos  garantizados 
en  el  título  Io  de  la  Constitución  de  la  Mo- 
narquía ó  á  las  garantías  que  para  su  ejer- 
cicio han  señalado  las  leyes. 

2o  Cuando  haya  de  ponerse  en  ejecución 
la  ley  de  Orden  público,  sobre  todo,  si  no 
hubiere  tiempo  ó  manera  de  consultar  al 
gobierno  central. 

3o  Cuande  se  trate  de  la  ejecución  y  cum- 
plimiento de  leyes  del  reino  sancionadas  por 
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S.  M.  y  extensivas  á  todo  el  territorio  espa- 
ñol ó  al  de  su  gobierno. 

Una  ley  determinará  el  procedimiento  y 
los  medios  de  acción  que  en  estos  casos  po- 
drá emplear  el    gobernador  general. 

TÍTULO    VIII 

Del  régimen  municipal  y  provincial 

Art.  52.  La  organización  municipal  es 
obligatoria  en  todo  grupo  de  población  su- 
perior á  1000  habitantes. 

Los  que  no  lleguen  á  esa  cifra  podrán 
organizar  los  servicios  de  carácter  común 
por  convenios  especiales. 

Todo  municipio  legalmente  constituido  es- 
tará facultado  para  estatuir  sobre  la  ins- 
trucción pública,  las  vías  terrestres,  fluvia- 
les ó  marítimas,  la  sanidad  local,  los  presu- 
puestos municipales  y  para  nombrar  y  se- 
parar libremente  sus  empleados. 

Art.  53.  Al  frente  de  cada  provincia  ha- 
brá una  Diputación,  elegida  en  la  forma 
que  determinen  los  estatutos  coloniales  y 
compuesta  de  un  número  de  individuos  pro- 
porcional á  su  población. 

Art.  54.  Las  Diputaciones  provinciales 
son  autónomas  en  todo  lo  referente  á  la 
creación  y  dotación  de  establecimientos  de 
instrucción  pública,  servicios  de  beneficen- 
cia, vias  provinciales  terrestres,  fluviales  ó 
marítimas,  formación  de  sus  presupuestos  y 
nombramiento  y  separación  de  sus  emplea- 
dos. 
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Art.  55.  Tanto  los  municipios  como  las 
provincias  podrán  establecer  libremente  los 
ingresos  necesarios  para  cubrir  sus  presu- 
puestos, sin  otra  limitación  que  la  de  hacer- 
los compatibles  con  el  sistema  tributario  ge- 
neral de  la  isla. 

Los  recursos  del  presupuesto  provincial 
serán   independientes  de  los  del  municipal. 

Art.  56.  Serán  alcaldes  y  tenientes  de 
alcalde  los  concejales  elegidos  por  los  Ayun- 
tamientos. 

Art.  57.  Los  alcaldes  ejercerán,  sin  limi- 
tación alguna,  las  funciones  activas  de  la 
administración  municipal,  como  ejecutores 
de  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  y 
representantes  suyos. 

Art.  58.  Tanto  los  concejales  como  los 
diputados  provinciales  serán  responsables 
civilmente  de  los  daños  y  perjuicios  causa- 
dos por  sus  actos. 

Esta  responsabilidad  será  exigible  ante  los 
tribunales  ordinarios. 

Art.  59.  Las  Diputaciones  provinciales 
nombrarán  libremente  sus  presidentes. 

Art.  60.  Las  elecciones  de  concejales  y  di- 
putados provinciales  se  harán  de  manera 
que  las  minorías  tengan  en  ellas  su  legitima 
representación. 

Art.  61.  Las  leyes  provincial  y  municipal 
vigentes  en  Cuba  seguirán  rigiendo  en  cuan- 
to no  se  oponga  á  las  disposiciones  del  pre- 
sente decreto  y  á  las  modificaciones  introdu- 
cidas por  la  ley  electoral,  mientras  el  Par- 
lamento colonial  no  estatuya  sobre  estas 
materias. 
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Art.  62.  Ningún  estatuto  colonial  podrá 
privar  á  los  municipios  ni  á  las  Diputaciones 
de  las  facultades  reconocidas  en  los  artícu- 
los anteriores. 

TÍTULO    IX 

De   las  garantías  para  el  cumplimiento  de 
la    Constitución  colonial 

Art.  63.  Todo  ciudadano  podrá  acudir  á 
los  tribunales  cuando  entienda  que  sus  de- 
rechos han  sido  violados  ó  sus  intereses  per- 
judicados por  los  acuerdos  de  un  municipio 
ó  de  una  Diputación  provincial. 

El  ministerio  fiscal,  si  á  ello  fuere  reque- 
rido por  los  agentes  del  poder  ejecutivo  co- 
lonial, perseguirá  igualmente  ante  los  tri- 
bunales las  infracciones  de  ley  ó  las  extra- 
limitaciones  de  facultades  cometidas  por  los 
Ayuntamientos  y  Diputaciones. 

Art.  64.  En  los  casos  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  serán  tribunales  compe- 
tentes, para  las  reclamaciones  contra  los 
Municipios,  la  Audiencia  del  territorio,  y 
para  las  reclamaciones  contra  las  Diputacio- 
nes provinciales,  la  Audiencia  pretorial  de 
la  Habana. 

Dichos  tribunales,  cuando  se  trate  de  ex- 
tralimitación  de  facultades  de  las  referidas 
corporaciones,  resolverán  en  tribunal  pleno. 

De  las  resoluciones  de  las  audiencias  te- 
rritoriales podrá  apelarse  á  la  audiencia 
pretorial  de  la  Habana,  y  de  las  de  ésta  al 
Tribunal  Supremo  del  reino. 
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Art.  65.  Las  facultades  concedidas  en  el 
artículo  63  á  todo  ciudadano  se  podrán 
también  ejercer  colectivamente  por  medio 
de  la  acción  pública,  nombrando  al  efecto 
apoderado  ó  representante. 

Art.  66.  Sin  perjuicio  de  las  facultades 
que  le  están  otorgadas  en  el  ticulo  V,  el 
gobernador  general,  cuando  lo  estime  con- 
veniente, podrá  acudir,  en  su  calidad  de 
jefe  del  poder  ejecutivo  colonial,  ante  la 
audiencia  pretorial  de  la  Habana,  para  que 
ésta  dirima  los  conflictos  de  jurisdicción  en- 
tre el  poder  ejecutivo  colonial  y  sus  Cáma- 
ras legislativas. 

Art.  67.  Si  surgiera  alguna  cuestión  de 
jurisdicción  entre  el  parlamento  insular  y 
el  gobernador  general  en  su  calidad  de  re- 
presentante del  poder  central,  que  á  peti- 
ción del  primero  no  fuera  sometida  al  Con- 
sejo de  ministros  del  reino,  cada  una  de  las 
dos  partes  podrá  someterla  á  la  resolución 
del  Tribunal  Supremo  del  reino,  que  resol- 
verá en  pleno  y  en  una  sola  instancia. 

Art.  68.  Las  resoluciones  que  recaigan  en 
los  casos  previstos  en  los  artículos  anterio- 
res se  publicarán  en  la  Colección  de  estatu- 
tos coloniales  y  formarán  parte  de  la  legis- 
leción  insular. 

Art.  69.  Todo  acuerdo  municipal  que 
tenga  por  objeto  la  contratación  de  emprés- 
titos ó  deudas  municipales,  carecerá  de  fuer- 
za ejecutiva  si  no  fuera  aprobado  por  la 
mayoría  de  los  vecinos,  cuando  asi  lo  hu- 
Mere  pedido  la  tercera  parte  de  los  conce- 
jales. 
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Un  estatuto  especial  determinará  la  cuan- 
tía del  empréstito  ó  de  la  deuda  que,  según 
el  número  de  vecinos  que  compongan  el 
Ayuntamiento,  será  necesaria  para  que  ten- 
ga lugar  el  referendum. 

Art.  70.  Todas  las  disposiciones  de  ca- 
rácter legal  que  emanen  del  Parlamento 
colonial  ó  de  los  Tribunales,  se  compilarán 
con  el  nombre  de  Estatutos  coloniales  en 
una  colección  legislativa  cuya  formación  y 
publicación  estará  confiada  al  gobernador 
general  como  jefe  del  poder  ejecutivo  colo- 
nial. 


Artículos   adicionales 

Artículo  Io  Mientras  no  se  hayan  publi- 
cado en  debida  forma  los  estatutos  colonia- 
les, se  entenderán  aplicables  las  leyes  del 
reino  á  todos  los  asuntos  reservados  á  la 
competencia  del  gobierno  insular. 

Art.  2o  Una  vez  aprobada  por  las  Cortes 
del  reino  la  presente  constitución  para  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  no  podrá  mo- 
dificarse sino  en  virtud  de  una  ley  y  á  pe- 
tición del  Parlamento  insular. 

Art.  3o  Las  disposiciones  del  presente  de- 
creto se  aplicarán  integramente  á  la  isla  de 
Puerto  Rico;  pero  á  fin  de  acomodarlas  á 
su  población  y  nomenclatura,  se  publicarán 
en  decreto  especial  para  dicha  isla. 

Art.  4o  Los  contratos  referentes  á  servi- 
cios públicos  comunes  á  las  Antillas  y  á  la 
Península  que  estén  en  curso  de  ejecución, 
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continuarán  en  la  forma  actual  hasta  su  ter- 
minación y  se  regirán  en  un  todo  por  las 
condiciones  del  contrato. 

Sobre  los  que  aun  no  hubieran  empezado 
á  ejecutarse,  pero  estuvieran  ya  conveni- 
dos, el  gobernador  general  consultará  al 
gobierno  central  ó  á  las  Cámaras  coloniales 
en  su  caso,  resolviéndose  de  comiin  acuer- 
do entre  los  dos  gobiernos  la  forma  definiti- 
va en  que  hubieren  de  celebrarse. 


Artículos    transitorios 

Artículo  Io  A  fin  de  llevar  á  cabo  con  la 
mayor  rapidez  posible  y  con  la  menor  inte- 
rrupción de  los  servicios  la  transición  del 
sistema  actual  al  que  se  crea  por  este  de- 
creto, el  gobernador  general,  cuando  crea 
llegado  el  momento  oportuno,  previa  con- 
sulta al  gobierno  centra],  nombrará  los  se- 
cretarios del  despacho  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 45,  y  con  ellos  conducirá  el  gobierno 
interior  de  la  isla  de  Cuba  hasta  la  consti- 
tución de  las  Cámaras  insulares. 

Los  secretarios  nombrados  cesarán  en  sus 
cargos  al  prestar  el  gobernador  general  ju- 
ramento ante  las  Cámaras  insulares,  proce- 
diendo el  gobernador  acto  continuo  á  susti- 
tuirlos con  los  que,  ásu  juicio,  representen 
de  la  manera  más  completa  las  mayorías 
de  la  Cámara  de  Representantes  y  del  Con- 
sejo de  Administración. 

Art.  2o  La  manera  de  hacer  frente  á  los 
gastos  que  origine  la  Deuda  que  en   la  ac- 
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tualidad  pesa  sobre  los  tesoros  español  y  cu- 
bano, y  la  que  se  hubiere  contraído  hasta 
la  terminación  de  la  guerra,  será  objeto  de 
una  ley,  en  la  cual  se  determinará  la  parte 
que  corresponda  á  cada  uno  de  los  dos  Te- 
soros y  los  medios  especiales  para  satisfa- 
cer sus  intereses  y  amortización  y  reinte- 
grar, en  su  caso,  el  capital. 

Hasta  que  las  Cortes  del  reino  resuelvan 
este  punto,  no  se  alterarán  las  condiciones 
con  que  hayan  sido  contratadas  las  referi- 
das Deudas,  ni  en  el  pago  de  los  intereses 
y  amortización,  ni  en  las  garantías  de  que 
disfruten,  ni  en  la  forma  con  que  hoy  se 
hacen  los  pagos. 

Una  vez  hecha  la  distribución  por  las 
Cortes,  corresponderá  á  cada  uno  de  los  Te- 
soros el  pago  de  la  parte  que  respectivamen- 
te se  le  haya  asignado. 

En  ninguna  eventualidad  dejarán  de  ser 
escrupulosamente  respetados  los  compromi- 
sos contraidos  con  los  acreedores,  bajo  la  fé 
de  la  nación  española. 

Dado  en  Palacio,  á  25  de  Noviembre  de 
1897 — María  Cristina — El  presidente  del 
Consejo  de  ministros,  Práxedes  Mateo  S.a- 
gasta. 
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ISLA   DE   PUERTO   RICO 


REAL  DECRETO 

De  acuerdo  con  el  parecer  de  Mi  Consejo 
de  Ministros; 

En  nombre  de  Mi  Augusto  hijo  el  Rey  Don 
Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regente  del 
Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 


TITULO  PRIMERO 

Del  gobierno  y  administración  de  la  isla  de 
Puerto  Rico. 

Articulo  1.°  El  gobierno  a  administración 
de  la  isla  de  Puerto  Rico  se   regirá  en  ade- 
lante con  arreglo    á  las  siguientes    disposi 
ciones. 

Art.  2o  El  Gobierno  de  la  isla  se  compon- 
drá de  un  Parlamento  insular,  dividido  en 
dos  Cámaras,  y  de  un  Gobernador  general, 
representante  de  la  Metrópoli,  que  ejercerá 
en  nombre  de  ésta  la  autoridad  suprema. 

TÍTULO    íl 

De  las  Cámaras   insulares 


Art.  3o  La  facultad  de    legislar  sobre  los 
asuntos  coloniales  en  la  forma  y  en  los  tér- 
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minos  marcados  por  las  leyes  corresponde 
alas  Cámaras  insulares  con  el  Gobernador 
general. 

Art.  4o  La  representación  insular  se  com- 
pone de  dos  Cuerpos  iguales  en  facultades: 
la  Cámara  de  Representantes  y  el  Consejo 
de  Administración. 


TÍTULO  III 

Del  Consejo  de  Aclmimisti^acióii 

Art.  5o  El  Consejo  se  compone  de  quince 
individuos,  de  los  cuales  ocho  serán  elegi- 
dos en  la  forma  indicada  en  la  ley  electoral, 
y  los  otros  siete  serán  designados  por  el  Rey, 
y  á  su  nombre  por  el  Gobernador  general, 
entre  los  que  reúnan  las  condiciones  enu- 
meradas en  los  artículos  siguientes. 

Art.  6o  Para  tomar  asiento  en  el  Consejo 
de  Administración  se  requiere:  ser  español; 
haber  cumplido  treinta  y  cinco  años-,  haber 
nacido  en  la  isla  ó  llevar  en  ella  cuatro  años 
de  residencia  constante;  no  estar  procesado 
criminalmente;  hallarse  en  la  plenitud  de 
los  derechos  políticos;  no  tener  sus  bienes 
intervenidos;  poseer  con  dos  ó  más  años  de 
antelación  una  renta  propia  anual  de  4000 
pesos,  y  no  tener  participación  en  contratos 
con  el  Gobierno  central  ó  con  el  de  la 
isla. 

Los  accionistas  de  las  Sociedades  anóni- 
mas no  se  considerarán  contratistas  del  Go- 
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bierno,  aun  cuando    lo  sean  las  Sociedades 
á  que  pertenezcan. 

Art.  7o  Podrán  ser  elegidos  ó  designados 
Consejeros  de  Administración  los  que,  ade- 
más de  las  condiciones  señaladas  en  el  ar- 
ticulo anterior,  tengan  alguna  de  las  si- 
guientes: 

Ia  Ser  ó  haber  sido  Senador  del  Reino,  ó 
tener  las  condiciones  que  para  ejercer  dicho 
cargo  señala  el  titulo  3o  de  la  Constitu- 
ción. 

2a  Haber  desempeñado  durante  dos  años 
alguno  de  los  cargos  que  á  conuación  se 
expresan: 

Presidente  ó  Fiscal  de  la  Audiencia  terri 
torial  de  Puerto  Rico. 

Director  del  Instituto  de  San  Juan; 

Consejero  de  administración  del  antiguo 
Consejo  de  este  nombre; 

Presidente  de  las  Cámaras  de  Comercio 
de  la  capital  y  de  Ponce; 

Presidente  de  la  Sociedad  Económica  de 
Amigos  del  País  de  Puerto  Rico; 

Presidente  de  la  Asociación  de  Agricul- 
tores; 

Decano  del  Ilustre  Colegio  de  Abogados 
de  la  capital; 

Alcalde  de  San  Juan  ó  Presidente  de  la 
Diputación  provincial  durante  dos   bienios; 

Deán  del  Cabildo  Catedral. 

3a  Podrán  ser  igualmente  elegidos  ó  de- 
signados los  propietarios  que  figuren  en  la 
lista  de  los  50  mayores  contribuyentes  por 
territorial,  ó  en  la  de  los  50  primeros  por 
comercio,  profesiones,  industria  y  artes. 
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Art.  8o  El  nombramiento  de  los  Conseje- 
ros que  la  Corona  designe  se  hará  por  de- 
cretos especiales,  en  los  cuales  se  expresará 
siempre  el  título  en  que  el  nombramiento 
se  funda. 

Los  Consejeros  así  nombrados  ejercerán 
el  cargo  durante  su  vida. 

Los  Consejeros  electivos  se  renovarán  por 
mitad  cada  cinco  años,  y  en  totalidad  cuan- 
do el  Gobernador  general  disuelva  el  Consejo 
de  Administración. 

Art.  9o  Las  condiciones  necesarias  para 
ser  nombrado  ó  elejido  Consejero  de  Admi- 
nistración podrán  variarse  por  una  ley  del 
Reino,  á  petición  ©  propuesta  de  las  Cáma- 
ras insulares. 

Art.  10.  Los  Consejeros  de  Administra- 
ción no  podrán  admitir  empleo,  ascenso 
que  no  sea  de  escala  cerrada,  título  ni  con- 
decoración mientras  estuviesen  abiertas  las 
sesiones;  pero  tanto  el  Gobierno  local  como 
el  central  podrán  conferirles  dentro  de  sus 
respectivos  empleos  ó  categorías  las  comi- 
siones que  exija  el  servicio  público. 

Exceptúase  de  lo  dispuesto  en  los  párra- 
fos anteriores  el  cargo  de  Secretario  del 
Despacho. 


TITULO   IV 

De  la  Cámara  de  Representantes 

Art.  11,  La  Cámara  de   Representantes  se 
compondrá  de  los  que   nombren  las    Juntas 
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electorales  en  la  forma  que  determina  la  ley 
y  en  la  proporción  de  uno  por  cada  25.000 
habitantes. 

Art.  12.  Para  ser  elegido  Eepresentante 
se  requiere  ser  español,  de  estado  seglar, 
mayor  de  edad,  gozar  de  todos  los  derechos 
civiles,  ser  nacido  en  la  isla  de  Puerto  Rico 
ó  llevar  cuatro  años  de  residencia  en  ella,  y 
no  hallarse  procesado  criminalmente. 

Art.  13.  Los  representantes  serán  elegi- 
dos por  cinco  años,  y  podrán  ser  reelegidos 
indefinidamente. 

La  Cámara,  insular  determinará  con  que 
clase  de  funciones  es  incompatible  el  cargo 
de  Representante  y  los  ©asos  de  reelección. 

Art,  14.  Los  Representantes  á  quienes  el 
Gobierno  central  ó  el  local  confieran  pensión, 
empleo,  ascenso  que  no  sea  de  escala  cerra- 
da, comisión  con  sueldo,  honores  ó  condeco- 
raciones, cesarán  en  su  cargo,  sin  necesidad 
de  declaración  alguna,  si  dentro  de  los  quin- 
ce dias  inmediatos  á  su  nombramiento  no 
participan  á  la  Cámara  la  renuncia  de  gracia 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  no 
comprende  á  los  Representnntes  que  fueren 
nombrados  Secretarios  del  Despacho. 

título  v 

De  la  manera  de  funcionar  las  Cámaras 
insulares,  y  de  las  relaciones  entre  am- 
bas. 

Art.  15.  Las  Cámaras  se  reúnen  todos  los 
años.  Corresponde  al  Rey,  y  en  su  nombre 
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-al  Gobernador  general,  convocarlas,  sus 
pender,  cerrar  sus  sesiones,  y  disolver  se- 
parada ó  simultáneamente  la  Cámara  de 
Representantes  y  el  Consejo  de  Administra- 
ción, con  la  obligación  de  convocarlas  de 
nuevo  ó  de  renovarlas  dentro  de  tres  meses. 

Art.  16.  Cada  uno  de  los  Cuerpos  Cole- 
.gisladores  formará  su  respectivo  reglamen- 
to, y  examinará,  asi  las  calidades  de  los 
individuos  que  lo  componen,  como  la  lega- 
lidad de  su  elección. 

Mientras  la  Cámara  de  Representantes  y 
el  Consejo  de  Administración  no  hayan 
aprobado  su  reglamento,  se  regirán  por  el 
del  Congreso  de  los  Diputados  ó  por  el  del 
Senado  respectivamente. 

Art.  17.  Ambas  Cámaras  nombrarán  su 
Presidente,  Vicepresidente  y  Secretarios. 

Art.  18.  No  podrá  estar  reunido  uno  de 
los  dos  Cuerpos  Colegisladores  sin  que  tam- 
bién lo  esté  el  otro. 

Exceptúase  el  caso  en  que  el  Consejo  de 
Administración  ejerza  funciones  judiciales. 

Art.  19.  Las  Cámaras  insulares  no  pueden 
deliberar  juntas  ni  en  presencia  del  Gober- 
nador general. 

Sus  sesiones  serán  públicas,  aun  cuando 
en  los  casos  que  exijan  reserva  podrá  cada 
una  celebrar  sesión  secreta. 

Art.  20.  Al  Gobernador  general,  por  me- 
dio de  los  Secretarios  del  Despacho,  corres- 
ponde, lo  mismo  que  á  cada  una  de  las  dos 
Cámaras,  la  iniciativa  y  proposición  de  los 
Estatutos  coloniales. 

Art.  21.    Los   Estatutos   coloniales   sobre 


—  98  — 

contribuciones  y  crédito  público  se  presen- 
tarán primero  á  la  Cámara  de  Represen- 
tantes. 

Art.  22.  Las  resoluciones  en  cada  uno  de 
los  dos  Cuerpos  Colegisladores  se  toman  por 
pluralidad  de  votos;  pero  para  votar  acuer- 
dos de  carácter  legislativo  se  requiere  la 
presencia  de  la  mitad  más  uno  del  número- 
lotal  de  individuos  que  lo  componen.  Bas- 
tará, sin  embargo,  para  deliberar  la  pre- 
sencia de  la  tercera  parte  de  los  miembros. 

Art.  23,  Para  que  una  resolución  se  en- 
tienda votada  por  el  Parlamento  insular, 
será  preciso  que  haya  sido  aprobada  en 
iguales  términos  por  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes y  por  el  Consejo  de  Administra- 
ción. 

Art.  24.  Los  Estatutos  coloniales,  una  vez 
a  probados  en  la  forma  prescrita  en  el  arti- 
culo anterior,  se  presentarán  al  Gobernador 
general  por  las  Mesas  de  las  Cámaras  res- 
pectivas para  su  sanción    y    promulgación. 

Art.  25.  Los  Consejeros  de  Administra- 
ción y  los  individuos  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes son  inviolables  por  sus  opinio- 
nes y  votos  en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Art.  26.  Los  Consejeros  de  Administra- 
ción no  podrán  ser  procesados  ni  arrestado» 
sin  previa  resolución  del  Conseio,  sino  cuan- 
do sean  hallados  in  fraganti,  ó  cuando  el 
Consejo  no  se  halle  reunido;  pero  en  todo 
caso  se  dará  cuenta  á  este  Cuerpo  lo  más 
pronto  posible  para  que  determine  lo  que 
corresponda.  Tampoco  podrán  los  Represen- 
tantes ser  procesados,  ni  arrestados  durante 
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las  sesiones  sin  permiso  de  la  Cámara,  á  no 
ser  hallados  in  fraganti,  pero  en  este  caso 
y  en  el  de  ser  procesados  ó  arrestados  cuan- 
do estuvieren  cerradas  las  Cámaras,  se  dará 
cuenta  lo  más  pronto  posible  á  la  de  Repre- 
sentantes para  su  conocimiento  y  resolución. 
La  Audiencia  territorial  de  Puerto  Rico 
conocerá  de  las  causas  criminales  contra 
los  Consejeros  y  Representantes,  en  los  ca- 
sos y  en  la  forma  que  determinen  los  Esta- 
tutos coloniales. 

Art.  27.  Las  garantías  consignadas  en  el 
articulo  anterior  no  se  aplicarán  á  los  casos 
en  que  el  Consejero  ó  Representante  se  de- 
clare autor  de  artículos,  libros,  folletos  ó 
impresos  de  cualquier  clase  en  los  cuales  se 
invite  ó  provoque  á  la  sedición  militar,  se 
injurie  ó  calumnie  al  Gobernador  general  ó 
se  ataque  á  la  integridad  nacional. 

Art.  28.  Las  relaciones  entre  las  dos  Cá- 
maras se  regularán,  mientras  otra  cosa  no 
se  disponga,  por  la  ley  de  Relaciones  entre 
ambos  Cuerpos  Colegisladores  de  19  de  Ju- 
lio de  1837. 

Art.  29.  Además  de  la  potestad  legislativa 
colonial,  corresponde  á  las  Cámaras  insu- 
lares: 

Io  Recibir  al  Gobernador  general  el  jura- 
mento de  guardarla  Constitución  y  las  leyes 
que  garantizan  la  autonomia  de  la  colonia. 

2o  Hacer  efectiva  la  responsabilidad  de 
los  Secretarios  del  Despacho,  los  cuales, 
cuando  sean  acusados  por  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, serán  juzgados  por  el  Consejo 
de  Administración. 
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3o  Dirigirse  al  Gobierno  central  por  me- 
dio del  Gobernador  general  para  proponerle 
la  derogación  ó  modificación  de  las  leyes 
del  Eeino  vigentes,  para  invitarle  á  presen- 
tar proyectos  de  ley  sobre  determinados 
asuntos,  ó  para  pedirle  resoluciones  de  ca- 
rácter ejecutivo  en  los  que  interesen  á  la 
colonia. 

Art.  30.  En  todos  los  casos  en  que,  ajuicio 
del  Gobernador  generadlos  intereses  nacio- 
nales puedan  ser  afectados  por  los  Estatutos 
coloniales,  precederá  á  la  presentación  de 
los  proyectos  de  iniciativa  ministerial  su 
comunicación  al   Gobierno  central. 

Si  el  proyecto  naciera  de  la  iniciativa 
parlamentaria,  el  Gobierno  colonial  recla- 
mará el  aplazamiento  de  la  discusión  hasta 
que  el  Gobierno  central  haya  manifestado 
su  juicio. 

En  ambos  casos  la  correspondencia  que 
mediare  entre  los  dos  Gobiernos  se  comuni- 
cará á  las  Cámaras  y  se  publicará  en  la 
Gaceta. 

Art.  31.  Los  conflictos  de  jurisdicción  en- 
tre las  diferentes  Asambleas  municipales, 
provincial  é  insular,  ó  con  el  Poder  ejecuti- 
vo, que  por  su  índole  no  fueran  referidos  al 
Gobierno  central,  se  someterán  á  los  Tribu- 
nales de  Justicia,  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones del  presente  Decreto. 
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TÍTULO     VI 

De  las  facultades  del  Parlamento  insular. 

Art.  32.  Las  Cámaras  insulares  tienen 
facultad  para  acordar  sobre  todos  aquellos 
puntos  que  no  hayan  sido  especial  y  taxa- 
tivamente reservados  á  las  Cortes  del  Reino 
ó  al  Gobierno  central,  según  el  presente 
Decreto  ó  lo  que  en  adelante  se  dispusiere, 
con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  2o 
adicional. 

En  este  sentido,  y  sin  que  la  enumeración 
suponga  limitación  de  sus  facultades,  les 
corresponde  estatuir  sobre  cuantos  asuntos 
y  materias  incumben  á  los  Ministerios  de 
Gracia  y  Justicia,  Gobernación,  Hacienda 
y  Fomento  en  sus  tres  aspectos  de  Obras 
públicas,  Instrucción  y  Agricultura. 

Les  corresponde  además  el  conocimiento 
privativo  de  todos  aquellos  asuntos  de  índole 
puramente  local  que  afecten  principalmente 
al  territorio  colonial;  y  en  este  sentido  po- 
drán estatuir  sobre  la  organización  admi- 
nistrativa; sobre  división  territorial,  provin- 
cial, municipal  ó  judicial;  sobre  sanidad 
marítima  y  terrestre;  sobre  crédito  público, 
bancos  y  sistema  monetario. 

Estas  facultades  se  entienden  sin  perjuicio 
de  las  que  sobre  las  mismas  materias  corres- 
pondan, según  las  leyes,  al  Poder  ejecutivo 
colonial. 

Art.  33.  Corresponde  igualmente  al  Par- 
lamento insular  formar  los   reglamentos  de 
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aquellas  leyes  votadas  por  las  Cortes  del 
Reino  que  expresamente  se  le  confien.  En 
este  sentido  le  compete  muy  especialmente. 
y  podrá  hacerlo  desde  su  primera  reunión, 
estatuir  sobre  el  procedimiento  electoral, 
formación  del  censo,  calificación  de  los  elec- 
tores y  manera  de  ejercitar  el  sufragio;  pero 
sin  que  sus  disposiciones  puedan  afectar  al 
derecho  del  ciudadano,  según  le  está  reco- 
nocido por  la  ley  electoral. 

Art.  34.  Aun  cuando  las  leyes  relativas 
á  la  administración  de  justicia  y  de  organi- 
zación de  los  tribunales  son  de  carácter  ge- 
neral, y  obligatorias,  por  tanto,  para  la  Co- 
lonia, el  Parlamento  colonial  podrá  con  su- 
jeción á  ellas  dictar  las  reglas  ó  proponer  al 
Gobierno  central  las  medidas  que  faciliten 
el  ingreso,  conservación  y  ascenso  en  los 
tribunales  locales,  de  los  naturales  de  la  isla, 
ó  de  los  que  en  ella  ejerzan  la  profesión  de 
Abogado. 

Al  Gobernador  general  en  Consejo  corres- 
ponden las  facultades  que,  respecto  al  nom- 
bramiento de  los  funcionarios,  subalternos 
y  auxiliares  del  orden  judicial  y  demás 
asuntos  con  la  administración  de  justicia  re- 
lacionados, ejerce  hoy  el  Ministro  de  Ultra- 
mar, en  cuanto  á  la  isla  de  Puerto  Rico  se 
refiere. 

Art.  35.  Es  facultad  exclusiva  del  Parla- 
mento insular  la  formación  del  presupuesto 
local,  tanto  de  gastos  como  de  ingresos,  y 
del  ée  ingresos  necesario  para  cubrir  la 
parte  que  á  la  i  ala  corresponda  en  el  presu- 
puesto nacional. 
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Al  efecto,  el  Gobernador  general  presen- 
tará á  las  Cámaras,  antes  del  mes  de  Enero 
de  cada  año,  el  presupuesto  correspondiente 
-al  ejercicio  siguiente,  dividido  en  dos  par- 
tes: la  primera  contendrá  los  ingresos  nece- 
sarios para  cubrir  los  gastos  de  la  soberanía; 
la  segunda,  los  gastos  é  ingresos  propios  de 
la  administración  colonial. 

Ninguna  de  las  dos  Cámaras  podrá  pasar 
A  deliberar  sobre  el  presupuesto  colonial,  sin 
haber  votado  definitivamente  la  parte  refe- 
rente á  los  gastos  de  soberanía. 

Art.  36.  A  las  Cortes  del  Reino  correspon- 
de determinar  cuáles  hayan  de  considerarse 
por  su  naturaleza  gastos  obligatorios  inhe- 
rentes á  la  soberanía,  y  fijar  además  cada 
tres  años  su  cuantía  y  los  ingresos  necesa- 
rios para  cubrirlos,  salvo  siempre  el  derecho 
de  las  mismas  Cortes  para  alterar  esta  dis- 
posición. 

Art.  37.  La  negociación  de  los  tratados 
de  comercio  que  afecten  á  la  isla  de  Puerto 
Rico,  bien  se  deban  á  la  iniciativa  del  Go- 
bierno insular,  bien  á  la  del  Gobierno  cen- 
tral, se  llevará  siempre  por  éste,  auxiliado 
•en  ambos  casos  por  Delegados  especiales 
debidamente  autorizados  por  el  Gobierno 
•colonial,  cuya  conformidad  con  lo  convenido 
se  hará  constar  al  presentarlos  á  las  Cortes 
del  Reino. 

Estos  tratados,  si  por  ellas  fueren  aproba- 
dos, se  publicarán  como  leyes  del  Reino,  y 
«orno    tales  regirán  en  el  territorio  insular. 

Art.  38.  Los  tratados  de  comercio  en  cuya 
negociación  no  hubiere    intervenido  el  Go- 
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bierno  insular,  se  le  comunicarán  en  cuanto 
fueren  leyes  del  Keino,  á  fin  de  que  pueda 
en  un  período  de  tres  meses  declarar  si  desea 
ó  no  adherirse  á  sus  estipulaciones.  En  caso- 
afirmativo,  el  Gobernador  general  lo  publi- 
cará en  la    Gaceta  como  Estatuto    colonial. 

Art.  39.  Corresponderá  también  al  Par- 
lamento insular  la  formación  del  Arancel  y 
la  designación  de  los  derechos  que  hayan  de 
pagar  las  mercancías,  tanto  á  su  importa- 
ción en  el  territorio  insular  como  á  la  ex- 
portación del  mismo. 

Art.  40.  Como  transición  del  régimen 
actual  al  que  ahora  se  establece,  y  sin  per- 
juicio de  lo  que  puedan  convenir  en  su  día 
los  dos  Gobiernos,  las  relaciones  mercanti- 
les entre  la  Península  y  la  isla  de  Puerto- 
Rico  se  regirán  por  las  siguientes  disposi- 
ciones: 

Ia  Ningún  derecho,  tenga  ó  no  carácter- 
fiscal,  y  establézcase  para  la  importación  ó 
exportación,  podrá  ser  diferencial  en  per- 
juicio de  la  producción  insular  ó  penin- 
sular. 

2a  Se  formará  por  los  dos  Gobiernos  una 
lista  de  artículos  de  procedencia  nacional1 
directa,  á  los  cuales  se  les  señalará  de  co- 
mún acuerdo  un  derecho  diferencial  sobre 
sus  similares  de  procedencia  extranjera. 

En  otra  lista  análoga,  formada  por  ig*ual 
procedimiento,  se  determinarán  los  produc- 
tos de  procedencia  insular  directa  que  ha- 
brán de  recibir  trato  privilegiado  á  su  entra- 
da en  la  Península  y  el  tipo  de  los  derechos, 
diferenciales. 
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Este  derecho  diferencial  en  ningiin  caso 
excederá  para  ambas  procedencias  del  trein- 
ta y  cinco  por  ciento. 

Si  en  la  formación  de  ambas  listas  y  en  la 
fijación  de  los  derechos  protectores  hubiera 
conformidad  entre  los  dos  Gobiernos,  las 
listas  se  considerarán  definitivas  y  se  pon- 
drán desde  luego  en  vigor.  Si  hubiere  dis- 
crepancia, se  someterá  la  resolución  del 
punto  litigioso  á  una  comisión  de  Diputados 
del  Reino,  formada  por  iguales  partes  de 
puertorriqueños  y  peninsulares.  Esta  comi- 
sión nombrará  su  Presidente:  si  sobre  su 
nombramiento  no  se  llegara  á  un  acuerdo,, 
presidirá  el  de  más  edad.  El  Presidente  ten- 
drá voto  de  calidad. 

3a  Las  tablas  de  valoraciones  relativas  á 
los  artículos  enumerados  en  las  dos  listas 
mencionadas  en  el  número  anterior  se  fija- 
rán de  común  acuerdo,  y  se  revisarán  con- 
tradictoriamente cada  dos  años.  Las  modifi- 
caciones que  en  su  vista  proceda  hacer  en 
l©s  derechos  arancelarios  se  llevarán  desde 
luego  á  cabo  por  los  respectivos  Gobier- 
nos. 

TÍTULO  VII 

Del  Gobernador  general 

Art.  41.  El  Gobierno  supremo  de  la  colo- 
nia se  ejercerá  por  un  Gobernador  general, 
nombrado  por  el  Rey,  á  propuesta  del  Con- 
sejo de  Ministros.  En  este  concepto  ejercerá 
como  Vicerreal  Patrono  las  facultades  inhe- 
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rentes  al  patronato  de  Indias;  tendrá  el  man- 
do superior  de  las  fuerzas  armadas  de  mar  y 
tierra  existentes  en  la  isla;  será  Delegado 
de  los  Ministerios  de  Estado,  Guerra,  Mari- 
na y  Ultramar;  le  estarán  subordinadas  to- 
das las  demás  Autoridades  de  la  isla,  y  será 
responsable  de  la  conservación  del  orden  y 
de  la  seguridad  de  la  colonia. 

El  Gobernador  general,  antes  de  hacerse 
cargo  de  su  destino,  prestará  en  manos  del 
Hey  el  juramento  de  cumplirlo  fiel  y  leal- 
mente. 

Art.  42.  El  Gobernador  general,  como  re- 
presentante de  la  Nación,  ejercerá  por  si,  y 
auxiliado  por  su  Secretaria,  todas  las  fun- 
ciones indicadas  en  el  artículo  anterior  y  las 
que  puedan  corresponderle  como  Delegado 
directo  del  Rey  en  los  asuntos  de  carácter 
nacional. 

Corresponde  al  Gobernador  general  como 
representante  de  la  Metrópoli: 

Io  Designar  libremente  los  empleados  de 
su  Secretaria. 

2°  Publicar,  ejecutar  y  hacer  que  se  eje- 
cuten en  la  isla  las  leyes,  decretos,  tratados, 
convenios  internacionales  y  demás  disposi- 
ciones emanadas  del  Poder  legislativo,  asi 
como  los  decretos,  Reales  órdenes  y  demás 
disposiciones  emanadas  del  Poder  ejecutivo 
y  que  le  fueren  comunicadas  por  los  Minis- 
terios de  que  es  Delegado. 

Cuando  á  su  juicio  y  al  de  sus  Secretarios 
del  Despacho  las  resoluciones  del  Gobierno 
de  S.  M.  pudieran  causar  daños  á  los  inte- 
reses generales  de  la  Nación  ó  á  los  especia- 
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les  de  la  isla,  suspenderá  su  publicación  y 
cumplimiento,  dando  cuenta  de  ello  y  de 
las  causas  que  motiven  su  resolución  al  Mi- 
nisterio respectivo. 

3o  Ejercer  la  gracia  de  indulto  á  nombre 
del  Rey,  dentro  de  los  limites  que  especial- 
mente se  le  hayan  señalado  en  sus  instruc- 
ciones, y  suspender  las  ejecuciones  de  pena 
capital  cuando  la  gravedad  de  las  circuns- 
tancias lo  exigiesen,  ó  la  urgencia  no  diere 
lugar  á  solicitar  y  obtener  de  S.  M.  el  in- 
dulto, oyendo  en  todo  caso  el  parecer  de 
sus  Secretarios   del  Despacho. 

4o  Suspender  las  garantías  expresadas  en 
los  artículos  4o,  5o,  6o  y  9o,  y  párrafo  prime- 
ro, segundo  y  tercero  del  art.  13  de  la 
Constitución  del  Estado,  aplicar  la  legisla- 
ción de  orden  público  y  tomar  cuantas  me- 
didas crea  necesarias  para  conservar  la  paz 
en  el  interior  y  la  seguridad  en  el  exterior 
del  territorio  que  le  está  confiado,  oyendo 
previamente  al  Consejo  de  Secretarios. 

5o  Cuidar  de  que  en  la  colonia  se  adminis- 
tre pronta  y  cumplidamente  la  justicia,  que 
se  administrará  siempre  en  nombre  del  Rey. 

6o  Comunicar  directamente  sobre  nego- 
cios de  política  exterior  con  los  Representan- 
tes, Agentes  diplomáticos  y  Cónsules  de 
España  en  América. 

La  correspondencia  de  este  género  se  co- 
municará íntegra  y  simultáneamente  al  Mi- 
nisterio de  Estado. 

Art.  43.  Corresponde  al  Gobernador  gene- 
ral, como  Autoridad  superior  de  la  colonia 
y  Jefe  de  su  administración: 
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Io  Cuidar  de  que  sean  respetados  y  am- 
parados los  derechos,  facultades  y  privile- 
gios reconocidos  ó  que  en  adelante  se  reco- 
nozcan á  la  Administración  colonial. 

2o  Sancionar  y  publicar  los  recuerdos  del 
Parlamento  insular,  los  cuales  le  serán  some- 
tidos por  el  Presidente  y  Secretarios  de  las 
Cámaras  respectivas. 

Cuando  el  Gobernador  general  entienda 
que  en  un  acuerdo  del  Parlamento  insular- 
extralimita  sus  facultades,  atenta  á  los  de- 
rechos de  los  ciudadanos  reconocidos  en  el 
título  Io  de  la  Constitución,  ó  á  las  garantías- 
que  para  su  ejercicio  les  han  señalado  las 
leyes,  ó  compromete  los  intereses  déla  colo- 
nia ó  del  Estado,  remitirá  el  acuerdo  al  Con- 
sejo de  Ministros  del  Reino,  el  cual  en  Tin- 
periodo  que  no  excederá  de  dos  meses,  lo- 
aprobará  ó  devolverá  al  Gobernador  gene- 
ral, exponiendo  los  motivos  que  tenga  para, 
oponerse  á  su  sanción  y  promulgación.  El 
Parlamento  insular,  en  vista  de  estas  razo- 
nes, podrá  volver  á  deliberar  sobre  el  asun- 
to y  modificarlo,  si  así  lo  estima  convenien- 
te, sin  necesidad  de  proposición  especial. 

Si  transcurrieran  dos  meses  sin  que  el 
Gobierno  central  hubiera  manifestado  su 
opinión  sobre  un  acuerdo  de  las  Cámaras, 
que  le  hubiere  sido  trasmitido  por  el  Gober- 
nador general,  éste  procederá  á  su  sanción 
y  promulgación. 

3o  Nombrar,  suspender  y  separar  á  Ios- 
empleados  de  la  Administración  colonial,  á. 
propuesta  de  los  respectivos  Secretarios  del! 
Despacho  y  con  sujeción  á  las  leyes. 
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4o  Nombrar  y  separar  libremente  los  Se- 
cretarios del  Despacho. 

Art.  44.  Ningún  mandato  del  Gobernador 
general,  en  su  carácter  de  Representante  y 
Jefe  de  la  colonia,  puede  llevarse  á  efecto 
si  no  está  refrendado  por  un  Secretario  del 
Despacho,  quien  por  este  solo  hecho  se  hace 
«de  él  responsable. 

Art.  45.  Las  Secretarías  del  Despacho 
serán  cinco: 

Gracia  y  Justicia  y  Gobernación. 

Hacienda. 

Instrucción  pública. 

Obras  públicas  y  Comunicaciones. 

Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

La  presidencia  corresponderá  al  Secreta- 
rio que  designe  el  Gobernador  general,  el 
cual  podrá  también  nombrar  un  Presidente 
sin  departamento  determinado. 

El  aumento  ó  disminución  de  las  Secreta- 
rias del  Despacho,  así  como  la  determina- 
ción de  los  asuntos  que  á  cada  una  corres- 
pondan, pertenece  al  Parlamento  insular. 

Art.  46.  Los  Secretarios  del  Despacho 
pueden  ser  individuos  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes ó  del  Consejo  de  Administra- 
ción, y  tomar  parte  en  las  discusiones  de 
ambos  Cuerpos;  pero  sólo  tendrán  voto  en 
aquel  á  que   pertenezcan. 

Art.  47.  Los  Secretarios  del  Despacho  se- 
rán responsables  de  sus  actos  ante  las  Cáma- 
ras insulares. 

Art.  48.  El  Gobernador  general  no  podrá 
modificar  ó  revocar  sus  propias  providen- 
cias cuando  hubiesen  sido   confirmadas  por 
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el  Gobierno,  fueren  declaratorias  de  dere- 
chos, hubieren  servido  de  base  á  sentencia 
judicial  ó  contencioso-administrativa,  ó  ver- 
sasen sobre  su  propia  competencia. 

Art.  49.  El  Gobernador  general  no  podrá, 
hacer  entrega  de  su  cargo  al  ausentarse  de 
la  isla  sin  expreso  mandato  del  Gobierno. 
En  casos  de  ausencia  de  la  capital  que  le 
impidieran  despachar  los  asuntos  ó  imposi- 
bilidad de  ejercerlo,  podrá  designar  la  perso- 
na ó  personas  que  hubieran  de  sustituirle, 
si  el  gobierno  no  lo  hubiese  hecho  de  ante- 
mano, ó  si  en  sus  instrucciones  no  estuviera 
previsto  el  modo  de  hacer  la  sustitución. 

Art.  50.  El  Tribunal  Supremo  conocerá; 
en  única  instancia  de  las  responsabilidades 
definidas  en  el  Código  penal  que  se  imputa- 
ren al  Gobernador  general. 

De  las  responsabilidades  administrativas 
en  que  incurra  conocerá  el  Consejo  de  Mi- 
nistros. 

Art.  51.  El  Gobernador  general,  á  pesar- 
de  lo  dispuesto  en  los  diferentes  artículos- 
de  este  decreto,  podrá  obrar  por  si  y  bajo  su 
responsabilidad,  sin  audiencia  de  sus  Secre- 
tarios del  Despacho,  en  los  siguientes  casos: 

Io  Cuando  se  trate  de  la  remisión  al  Go- 
bierno de  los  acuerdos  de  las  Cámaras  insu- 
lares, especialmente  cuando  entienda  que  en 
ellos  se  atenta  á  los  derechos  garantidos  en 
el  titulo  Io  de  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía ó  las  garantías  que  para  su  ejercicio- 
han  señalado  las  leyes. 

2o  Cuando  haya  de  ponerse  en  ejecución 
la  ley  de  orden  público,  sobre    todo    si  no 
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hubiere  tiempo  ó  manera  de  consultar  al  Go- 
bierno central. 

3o  Cuando  se  trate  de  la  ejecución  y 
cumplimiento  de  leyes  del  Reino  sanciona- 
das por  S.  M.  y  extensivas  á  todo  el  territo- 
rio español  ó  al  de  su  Gobierno. 

Una  ley  determinará  el  procedimiento  y 
los  medios  de  acción  que  en  estos  caso& 
podrá  emplear  el  Gobernador  general. 


TÍTULO   VIII 

Del  régimen  municipal  y  provincial 

Art.  52.  La  organización  municipal  es¿ 
obligatoria  en  todo  grupo  de  población  su- 
perior á  mil  habitantes. 

Los  que  no  lleguen  á  esa  cifra  podrán 
organizar  los  servicios  de  carácter  común 
por  convenios  especiales. 

Todo  Municipio  legalmente  constituido- 
estará  facultado  para  estatuir  sobre  la  ins- 
trucción piiblica,  las  vías  terrestres,  fluvia- 
les ó  marítimas,  la  sanidad  local,  los  presu- 
puestos municipales,  y  para  nombrar  y  se- 
parar libremente  sus  empleados. 

Art.  53.  Al  frente  de  la  provincia  habrá 
una  Diputación  elegida  en  la  forma  que  de- 
terminen los  Estatutos  coloniales  y  com- 
puesta del  número  de  individuos  proporcio- 
nal á  su  población. 

Art.  54.  La  Diputación  provincial  e& 
autónoma  en  todo  lo  referente  á  la  creación 
y  dotación  de  establecimientos   de   instruc- 
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ción  pública,  servicios  de  beneficencia,  vias 
provinciales  terrestres,  fluviales  ó  marítimas, 
formación  de  sus  presupuestos  y  nombra- 
miento y  separación  de  sus  empleados. 

Art.  55.  Tanto  los  Municipios  como  la 
provincia  podrán  establecer  libremente  los 
ingresos  necesarios  para  cubrir  sus  presu- 
puestos, sin  otra  limitación  que  la  de  hacer- 
los compatibles  con  el  sistema  tributario 
.general  de  la  isla. 

Los  recursos  del  presupuesto  provincial 
serán  independientes    de  los  del  municipal. 

Art.  56.  Serán  Alcaldes  y  ^Tenientes  de 
Alcalde  los  Concejales  elegidos  por  los 
Ayuntamientos. 

Art.  57.  Los  Alcaldes  ejercerán  sin  limita- 
■ción  alguna  las  funciones  activas  de  la  Ad- 
ministración municipal,  como  ejecutores  de 
los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  y  repre- 
sentantes suyos. 

Art.  58.  Tanto  los  Concejales  como  los 
Diputados  provinciales  serán  responsables 
civilmente  de  los  daños  y  perjuicios  causa- 
dos por  sus  actos. 

Esta  responsabilidad  será  exigible  ante 
los  Tribunales  ordinarios. 

Art.  59.  La  Diputación  provincial  nom- 
brará libremente  su  Presidente. 

Art.  60.  Las  elecciones  de  Concejales  y 
Diputados  provinciales  se  harán  de  manera 
■que  las  minorías  tengan  en  ellas  su  legitima 
representación. 

Art.  61.  Las  leyes  provincial  y  municipal 
vigentes  en  Puerto  Eico  seguirán  rigiendo 
•en  cuanto  no  se  opongan  á  las  disposiciones 
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del  presente  decreto  y  á  las  modificaciones 
introducidas  por  la  ley  Electoral  mientras 
él  Parlamento  colonial  no  estatuya  sobre 
estas  materias. 

Art.  62.  Ningún  estatuto  colonial  podrá 
privar  á  los  Municipios  ni  á  la  Diputación 
de  las  facultades  reconocidas  en  los  artículos 
ar  tenores. 


TITULO  IX 

De   las    garantías   para   el    cumplimiento 
de   la  Constitución  colonial. 

Art.  6o.  Todo  ciudadano  podrá  acudir  á 
los  Tribunales  cuando  entienda  que  sus  de- 
rechos han  sido  violados  ó  sus  intereses  per- 
judicados por  los  acuerdos  de  un  Municipio 
ó  de  la  Diputación  provincial. 

El  ministerio  riscal,  si  á  ello  fuera  requeri- 
do por  los  agentes  del  Poder  ejecutivo  colo- 
nial, perseguirá  igualmente  ante  los  Tribu- 
nales las  infracciones  de  ley  ó  las  extralimi- 
taciones  de  facultades  cometidas  por  los 
Ayuntamientos  y  Diputación. 

Art.  64.  En  los  casos  á  que  se  refiere  el 
articulo  anterior,  serán  Tribunales  compe- 
tentes para  las  reclamaciones  contra  los  Mu- 
nicipios la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
territorial,  y  para  las  reclamaciones  contra 
la  Diputación  provincial,  la  Audiencia  terri- 
torial de  Puerto  Rico  en  pleno. 

Cuando  se  trate  de  extralimitación  de  fa- 
cultades de  las  referidas  Corporaciones,  re- 
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selverá  en  Tribunal  píenosla;5  Audiencia  te- 
rritorial. De  las  resoluciones  de  la  Audien- 
cia territorial,  podrá  apelarse  al  Tribunal 
Supremo  del  Reino. 

Art.  65.  Las  facultades  concedidas]  en  el 
art.  6o  á  todo  ciudadano  se  podrán  también 
ejercer  colectivamente  por  medio  de  la  ac- 
ción pública,  nombrando  al  efecto  apodera- 
do ó  representante. 

Art.  66.  Sin  perjuicio  de  las  facultades 
que  le  están  otorgadas  en  el  tit.  5o,  el  Go- 
bernador general,  cuando  lo  estime  conve- 
niente, podrá  acudir,  en  su  calidad  de  Jefe 
del  Poder  ejecutivo  colonial,  ante  la  Audien- 
cia territorial  de  Puerto  Rico,  para  que  ésta 
dirima  los  conflictos  de  jurisdicción  entre  el 
Poder  ejecutivo  colonial  y  sus  Cámaras  le- 
gislativas. 

Art.  67.  Si  surgiera  alguna  cuestión  de 
jurisdicción  entre  el  Parlamento  insular  y 
el  Gobernador  general  en  su  calidad  de  Re- 
presentante del  Poder  central,  que  á  peti- 
ción del  primero  no  fuera  .sometida  al  Con- 
sejo de  Ministros  del  Reino,  cada  una  de  las 
dos  partes  podrá  someterla  á  la  resolución 
del  Tribunal  Supremo  del  Reino,  que  resol- 
verá en  pleno  y  en  una  sola  instancia. 

Art.  68.  Las  resoluciones  que  recaigan  en 
los  casos  previstos  en  los  artículos  anterio- 
res se  publicarán  en  la  Colección  de  Esta- 
tutos coloniales  y  formarán  parte  de  la  le- 
gislación insular. 

Art.  69.  Todo  acuerdo  municipal  que  ten- 
ga por  objeto  la  contratación  de  empréstitos 
ó   Deudas   municipales  carecerá    de  fuerza 
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ejecutiva,  si  no  fuero  aprobado  por  la  ma- 
yoría de  los  vecinos,  cuando  asi  lo  hubiera 
pedido  la  tercera  parte  de  los  Concejales. 

Un  Estatuto  especial  determinará  la  cuan- 
tía del  empréstito  ó  de  la  deuda  que,  según 
el  mimero  de  vecinos  que  compongan  el 
Ayuntamiento,  será  necesaria  para  que  ten- 
ga lugar  el  referendum. 

Art.  70.  Todas  las  disposiciones  de  carác- 
ter legal  que  emanen  del  Parlamento  colo- 
nial ó  de  los  Tribunales,  se  compilarán  con 
el  nombre  de  Estatutos  coloniales  en  una  co- 
lección legislativa,  cuya  formación  y  publi- 
cación estará  confiada  al  Gobernador  gene- 
ral como  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  colonial. 


Artículos  adicionales 

Articulo  Io  Mientras  no  se  hayan  publi- 
cado en  debida  forma  Estatutos  coloniales, 
se  entenderán  aplicables  las  leyes  del  Reino 
á  todos  los  asuntos  reservados  á  la  compe- 
tencia del  Gobierno  insular. 

Art.  2o  Una  vez  aprobada  por  las  Corte* 
del  Reino  la  presente  Constitución  para  las 
islas  de  Cuba  y  Puerto  Rico  no  podrá  modi- 
ficarse sino  en  virtud  de  una  ley  y  á  peti- 
ción  del  Parlamento  insular. 

Art.  3o  Los  contratos  referentes  á  servi- 
cios públicos  comunes  á  las  Antillas  y  á  la 
Península  que  estén  en  curso  de  ejecución 
continuarán  en  la  forma  actual  hasta  su 
terminación,  y  se  regirán  en  un  todo  por  las 
condiciones  del  contrato. 
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Sobre  los  que  aun  no  hubieran  empezado 
á  ejecutarse,  pero  estuvieran  ya  convenidos 
el  Gobernador  general  consultará  al  Go- 
bierno central  ó  á  las  Cámaras  coloniales  en 
su  caso,  resolviéndose  de  común  acuerdo 
entre  los  dos  Gobiernos  la  forma  definitiva 
en  que  hubieren  de  celebrarse. 


Artículos    transitorios 

Artículo  Io  A  fin  de  llevar  á  cabo  con  la 
mayor  rapidez  posible  y  con  la  menor  inte- 
rrupción de  los  servicios  la  transición  del 
sistema  actual  al  que  se  crea  por  este  decre- 
to, el  Gobernador  general,  cuando  considere 
llegado  el  momento  oportuno,  previa  con- 
sulta al  Gobierno  central,  nombrará  los  Se- 
cretarios del  Despacho  á  que  se  refiere  el 
art.  45,  y  con  ellos  conducirá  el  Gobierno 
interior  de  la  isla  de  Puerto  Rico  hasta  la 
constitución  de  las  Cámaras  insulares.  Los 
Secretarios  nombrados  cesarán  en  sus  cargos 
al  prestar  el  Gobernador  general  juramento 
ante  las  Cámaras  insulares,  procediendo  el 
Gobernador  acto  continuo  á  sustituirlos  con 
los  queá  su  juicio  representen  de  la  mane- 
ra más  completa  las  mayorías  de  la  Cámara 
de  Representantes  y  del  Consejo  de  Admi- 
nistración. 

Art.  2o  En  el  caso  de  que  el  Gobierno 
insular  deseara  destinar  á  otra  clase  de 
obras  públicas  los  250,000  pesos  que  para 
subvenciones  á  ferrocarriles  de  via  estrecha 
s«  destinaron  en  la  ley  de  24   de  Agosto  de 
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1896,  propondría  al  Gobierno   central  lo  que 
estimase  oportuno. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete. — 
MARÍA  CRISTINA.— El  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta. 
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NOTA  EXPLICATIVA 


PARA    AMBAS    CONSTITUCIONES 


Para  facilitarla  inteligencia  de  estos  decretos,  y  evi- 
tar contusiones  en  el  valor  de  los  términos  en  ellos 
empleados,  deben  tenerse  presente  !as  siguientes  equi- 
valencias: 

Poder    Ejecutivo    Ccn-  í  El  Rey   con  su  Consejo  de 

tral I      Ministros 

Parlamento  Español Las  Cortes  con  el  Rey. 

Cámaras  españolas....      El  Congreso  y  el  Senado. 
Gobierno  Central j  ElRCon>jejo  de  Ministros  del 

t>     i      ~   i—  „~i      -.i        i  Las  dos  Cámaras  con  el  fio- 
Parlamento  colonial. . .   ¡      bernadoi  general. 

í  El  Consejo  de    Administra- 
Cámaras  Coloniales  —   !      ción  y  la  Cámara  de  Re- 
1      presentantes. 

coloniales y      presentantes. 

aohprnador  írenpral  en  í  E1  sobernador  general  con 
r™S  £eneial  en  los  Secretarios  del  Des- 
Oonsejo I      pacho. 

Instrucciones  del  Go-  |  Lairt^í^  ífCÍJÍd°  ?"an¡ 
bernador  general |      ¡J  *"»  nombrado  para  el 

Estatuto !  Disposición  colonial  de  ca- 

f      racter  legislativo. 
Estatutos  coloniales...      La  legislación  colonial. 
Legislación  ó  leyes  ge-  f  La  legislación    ó  leyes  del 
nerales (.      del  Reino. 
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